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En el marco del régimen indemnizatorio de la responsabilidad extracontractual del 
Estado, éste debe responder por el detrimento patrimonial que sufre una persona o un grupo 
de personas, la cual no tiene el deber jurídico de soportarlo, conocido como un daño 
antijurídico que es imputable al Estado, fundamentado constitucionalmente en el artículo 90 
de la Carta política de 1991. 
 
Una vez  se dan los requisitos para la declaratoria de responsabilidad del Estado, es 
decir existe una falla del servicio o una responsabilidad objetiva a título de daño especial o 
riesgo excepcional, la Corte Constitucional en sus sentencias ha señalado que la  
indemnización que se otorgue debe dejar indemne a la persona que sufra los perjuicios, 
quiere decir esto que ésta debe nuevamente encontrarse como si el daño no hubiera 
ocurrido o se aproxime a como estaba con anterioridad a éste, guardando como lo aduce 
esta corporación  correspondencia con la magnitud del daño causado. 
  
La reparación del daño extracontractual del Estado pretende respeto a las garantías 
fundamentales y principios constitucionales tales como la seguridad jurídica, la equidad, la 
dignidad, la justicia, la igualdad e integralidad.  
 
Los perjuicios y/o daños a las personas tradicionalmente han estado divididos en 
dos grupos, esto es, daños patrimoniales o materiales y daños extrapatrimoniales o 
inmateriales, sobre esta división se ha estructurado la doctrina y la jurisprudencia 
colombiana desde tiempos ancestrales. 
  
El daño patrimonial que es entendible bajo las categorías de daño emergente y lucro 
cesante y el daño extrapatrimonial o inmaterial cuyo axioma es que: “todo daño que no 




teniendo en cuenta que en esta categoría tienen cabida todos los daños que no sean 
patrimoniales.  
 
Dentro de la tipología o categorización de los daños o perjuicios  extrapatrimoniales 
o inmateriales, la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y más concretamente el 
Consejo de Estado se había mostrado evasivo en reconocer una categoría distinta a la del 
daño moral, solo hasta el año 1992 contempló el daño o perjuicio fisiológico para después 
convertirse éste en  daño a la vida de relación y posteriormente dentro de sus providencias 
apareció el daño a las alteraciones de las condiciones de existencia y finalmente en el año 
2011 aparece el daño a la salud como una nueva tipología en caso de que el hecho dañino lo 
constituyan lesiones a la integridad sicofísica de la persona. 
 
Se consideró que consagrar esta nueva categoría de daños, frenaba la dispersión de 
categorías de daños inmateriales que venían siendo tenidas en cuenta por la jurisprudencia 
contenciosa administrativa particularmente a partir del año 2009. 
  
Con el daño a la salud debido de las lesiones físicas o corporales, la jurisprudencia 
colombiana ha sostenido que se trata de reparar la “pérdida o alteración anatómica o 
funcional del derecho a la salud y a la integridad corporal”, dejando claro la indemnización 
correspondiente a las consecuencias físicas que de esta situación se deriven internamente 
sin dejar en claro la indemnización a circunstancias externas o sociales de la víctima.  
 
Se busca indemnizar este daño a través principalmente de criterios objetivos, que 
contengan las pautas que garanticen el mandato de optimización de igualdad, toda vez que 
frente a una misma lesión o afectación, podría eventualmente declararse una idéntica o 
similar reparación al daño causado, olvidando en cierta medida la integralidad del individuo 
afectado en sus condiciones externas y familiares y también el derecho de ser reparada no 
solo la víctima directa sino todo aquel que resultare afectado con el daño.     
 
Sobre el daño objeto de investigación, esto es, el daño a la salud, el Consejo de 




liquidación de este perjuicio, en el año 2014 profirió 8 sentencias con el fin de lograr una 
unificación de las variables o causales de indemnización y así evitar una violación al 
principio de reparación integral y generar una igualdad material de las personas que lo 
sufren.  
 
Se considera que ante esta categoría de daño el panorama de indemnización 
quedaría constituido así: daño patrimonial en sus modalidades de daño emergente y lucro 
cesante- y daños no materiales en su modalidad de daño moral y daño a la salud, siempre 
que estén acreditados dentro del proceso. 
 
Pregunta y problema de investigación:   
Esta investigación -tesis- está encaminada a resolver la siguiente pregunta 
planteada:  
 
¿La indemnización del daño a la salud evidencia la reparación integral en el marco 
de la discrecionalidad judicial y el derecho a la igualdad?  
 
Hipótesis 
Se pretende demostrar a través de la presente investigación que con la nueva 
categoría de daño a la salud que contempló el Consejo de Estado, si bien corresponde a una 
búsqueda constante de reparar los bienes o derechos afectados a la víctima por las lesiones 
psicofísicas causadas por la responsabilidad del Estado, de una manera integral e 
igualitaria, no se logra su cometido por cuanto la falta de criterio uniforme de esta 
Corporación, hace nugatorio este intento, por cuanto el operador judicial al no tener 
claridad sobre las variables a indemnizar no particulariza los derechos constitucional, legal 
y convencionalmente afectados.    
 
Por consiguiente, demostrar que con esta nueva tipología de daño inmaterial se 
sustituyen las categorías  que venían imperando en la materia, esto es, el daño fisiológico, a 
la vida de relación y el  daño a las condiciones de existencia, reduciendo de esta manera,  la 




contexto existencial de la persona y no teniendo en cuenta la suma de las funciones 




Lo anterior se pretende lograr a través del planteamiento de los siguientes objetivos:  
 
a. objetivo general: establecer si la indemnización del daño a la salud evidencia la 
reparación integral en el marco de la discrecionalidad judicial y el derecho a la 
igualdad. 
  
b. Objetivos específicos:  
 
1. Identificar en Colombia la naturaleza jurídica y evolución de la categoría del 
daño inmaterial a la salud con base en la doctrina y jurisprudencia.  
  
2. Revisar los criterios de indemnización del daño a la salud en Colombia 
teniendo como referente la Jurisprudencia del Consejo de Estado emitida a partir del año 
2011. 
 
3.  Identificar si en el Estado Colombiano existe una reparación integral y de 
respeto al derecho a la igualdad o de discrecionalidad judicial cuando se presenta un daño a 
la salud.  
 
4. Plantear propuestas para que exista una reparación integral y de derecho a la 
igualdad de la persona que sufre un daño a la salud por la acción u omisión del Estado 
Colombiano.     
Justificación 
 
El concepto de perjuicios extrapatrimoniales ha evolucionado conceptualmente en 




como perjuicio moral, fisiológico o de daño a la vida de relación y posteriormente se 
denominó “daño por alteración grave a las condiciones de existencia” y en la actualidad 
daño a la salud. 
 
La jurisprudencia nacional en principio no reconocía un daño extrapatrimonial 
diferente al daño moral y ha variado de postura en múltiples oportunidades y trastocando 
conceptos de distintos contenidos.  
 
Sobre el daño moral la jurisprudencia ha sido muy clara en su conceptualización, 
delimitación y forma de liquidación, sin embargo, de cara a los demás perjuicios 
extrapatrimoniales que venían surgiendo como los perjuicios fisiológicos, “daño a la vida 
de relación o alteración grave a las condiciones mínimas de existencia”, la situación no ha 
sido clara en especial con la categoría de perjuicios ocasionados por lesiones psicofísicas. 
 
La variación en las líneas jurisprudenciales, en las denominaciones y en la 
valoración de estos daños ha dado como resultado la afectación directa a la coherencia del 
sistema jurídico colombiano y la vulneración en muchos casos a los principios 
constitucionales de reparación integral, equidad o igualdad material de las víctimas. 
 
Por ello, se adopta una concepción de daño a la salud, como perjuicio distanciado a 
la moral adoptado en los casos en que se causa una lesión corporal y se encuentra 
encaminada a tasar una lesión, daño o alteración a la unidad física de la persona. 
  
Con la tipología del perjuicio a la salud se genera confusión en cuanto a la 
individualización del bien jurídicamente protegido o tutelado para ser resarcidos en 
atención al grado de afectación a los mismos. 
 
El consejo de Estado con el perjuicio a la salud no creó un nuevo concepto de 
indemnización, sino que reemplazó o conceptos que garantizaban de una manera más 





Igualmente con la definición de daño a la salud se impide la posibilidad de 
desagregar o dividir este daño en las diferentes expresiones o afectaciones corporales o 
sociales que se derivan del mismo como el daño estético, sexual, daño relacional o familiar, 
etc.,  pues estos se encuentran evaluados o tasados tomando en cuenta el porcentaje de la 
invalidez que ha sido decretado por el especialista médico o “un incremento en una 
determinada proporción al primer valor de conformidad con la valoración que realiza el 
juez de las consecuencias particulares de cada persona lesionada” (Gil, 2012). 
  
Todas estas variaciones en las interpretaciones judiciales hacen necesario un estudio 
sobre la fundamentos y coherencia de estas decisiones, es así como este documento se 
justifica en tanto:  
 
1. Permite estudiar y analizar cuáles son las categorías de perjuicios por 
concepto del daño a la salud que actualmente son reconocidos por la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo en Colombia.  2. Permite revisar la diversidad de 
criterios que han sido utilizados por la citada jurisdicción para tasar los perjuicios a 
la salud y cómo el propio consejo de Estado ha entrado en contradicciones en las 
sentencias proferidas. 3. Establecer si efectivamente la indemnización por este 
concepto en Colombia obedece a los principios constitucionales y legales de 
reparación integral e igualdad material de la persona que sufrió el daño y 4.  





a. Tipo- método  
 
Se atiende a una investigación cualitativa teniendo en cuenta que se realiza un 
análisis exhaustivo del daño a la salud y sus parámetros de indemnización con el fin de 





Igualmente se utiliza un método deductivo por cuanto en la teoría del daño a la 
salud y su correspondiente indemnización existen vacíos y contradicciones 
Jurisprudenciales que son necesario evidenciar con el fin de superarlos.  Se parte de un 
conocimiento general y muy amplio como es el tema de la indemnización de perjuicios 
inmateriales hasta logar llegar al tema específico que es objeto de investigación. 
 
b. Enfoque  
 
Se utiliza un enfoque correlacional, con el propósito de hallar la relación entre dos o 
más variables, estas son el daño a la salud y el principio de reparación de carácter integral, 
el daño a la salud frente al principio de igualdad material, el daño a la salud frente a la 
discrecionalidad judicial y el daño a la salud frente a otros conceptos de daños inmateriales 
que venían operando. 
 
c. Técnicas a utilizar   
 
Las técnicas de recolección de la información serán la revisión documental y 





Los datos de la investigación fueron recogidos en fichas bibliográficas, análisis de 
documentos y consulta de textos en el proceso continuo que se pretende adelantar, además 
se pretende analizar coherentemente las fuentes documentales obtenidas y las sentencias 
que se pretenden estudiar.  
 
Se utilizan las fuentes primarias: informes, sentencias, leyes, constitución política, 
normatividad internacional, y secundarias: libros, revistas científicas, tesis, ensayos, 






CAPÍTULO 1: Naturaleza Jurídica del daño a la salud 
 
En este capítulo se abordará el concepto de daño a la salud que ha sido desarrollado 
por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo- especialmente por el Consejo de 
Estado, se tienen en cuenta las modificaciones permanentes por parte de esta Jurisdicción,  
sus transformaciones conceptuales partiendo del “perjuicio fisiológico o daño a la vida de 
relación” para luego convertirse en alteración de las condiciones dignas de existencia y 
actualmente al concepto propiamente de daño a la salud, luego de ello se hará un estudio 
comparado de dicho concepto entre las teorías francesa e Italiana. 
 
Se realizó el estudio de acuerdo con el desarrollo que se ha presentado en esta 
Jurisdicción a través de sus sentencias, por cuanto es en esta a través de sus providencias, 
en donde se ha explicado el concepto de daño a la salud y su forma de liquidación. No se 
puede desconocer que este concepto surge y se desarrolla jurisprudencialmente dado que no 
existe normatividad expresa en la materia. 
 
Se describen las sentencias que se consideran más representativas en la materia y 
que por este motivo han servido para demostrar el desarrollo que se ha presentado a través 
del tiempo sobre el concepto, sus características y alcances y que han permito encontrar las 
falencias en la liquidación de esta categoría de daño.      
 
Se indica cómo la categoría de daño a la salud desplaza o sustituye los conceptos de 
perjuicio fisiológico, vida de relación y condiciones de existencia, estableciéndose 
finalmente  que cuando se presenta una afectación de carácter negativo que impacta y 
genera un detrimento al estado de salud de las personas, los únicos perjuicios inmateriales 
que hay lugar a reconocer son el daño moral y el daño a la salud, todo bajo el entendido que 
no puede existir multiplicidad de categorías resarcitorias por cuanto se puede afectar el 
derecho de daños y principalmente la estabilidad presupuestal del sistema de 





1.1.  Evolución y variaciones del concepto de daño a la salud al interior de la 
jurisdicción contencioso-administrativa. 
Al interior de la jurisdicción contenciosa administrativa el daño conocido 
actualmente como daño a la salud ha sido producto de variaciones en su enunciación y 
conceptualización, lo primero que debe abordarse es la clasificación dentro de la cual se 
encuentra el nombrado daño, para dar paso a los tratamientos y denominaciones otorgadas. 
A partir de la emisión de la Carta Política de 1991, en el ámbito de lo Contencioso 
Administrativo se han abierto posibilidades de reconocer diferentes perjuicios inmateriales 
distintos al moral en búsqueda de una protección equitativa y respetuosa de la dignidad, la 
igualdad de las personas y lograr que los daños extrapatrimoniales sean indemnizados 
integralmente. 
Se busca por parte de la jurisprudencia y la doctrina superar lo tradicional en la 
clasificación de la indemnización del daño causado, esto es, el daño patrimonial si el bien 
lo afectado hace parte del patrimonio y, daño moral, si éste recae en un derecho 
extrapatrimonial, consagrando nuevas tipologías de daños en cuanto a lo que a los 
inmateriales se refiere. 
Bajo la anterior concepción y ante la vulneración de diferentes intereses de la 
persona, se comienza a consagrar un conjunto diverso de daños extrapatrimoniales.   
Durante años, las Altas Cortes solo contemplaron que el daño extrapatrimonial era 
constituido por el daño moral; sin embargo, en decisión del 21 de Julio de 1992 de la Corte 
Suprema de Justicia- Sala de Casación Civil - se considera implícitamente que pueden 
existir diversos perjuicios extrapatrimoniales, cuando se señaló: 
“Todo derecho lesionado requiere una reparación a fin de que se conserve la 
armonía en la convivencia social, pues aparte de las sanciones penales que se 
refieren a la seguridad pública, es preciso que la persona ofendida sea en lo posible 
indemnizada por quien menoscabó sus derechos.” (Corte Suprema de Justicia, Sala 




La Corte con esta sentencia abre las puertas a la consideración de nuevos daños 
inmateriales en la medida que indica que la persona en lo posible debe ser reparada e 
indemnizada; lo cual se entiende que la indemnización debe cubrir diferentes ámbitos de 
ella y hace referencia a que todo derecho lesionado debe ser reparado, insinuando con esto 
la teoría de la integralidad en la reparación de los actos dañosos (Rivera, 2003). 
También, una de las primeras aproximaciones al reconocimiento de daños 
extrapatrimoniales diferentes al moral, se encuentra en la sentencia de 14 de febrero de 
1992 emitida por el Consejo de Estado, en donde se otorga a la víctima un resarcimiento de 
1800 gr de oro por el concepto de daño moral, es decir,  excediendo en 800 gramos los 
1000 que constituían para la época el límite de indemnización establecida por este concepto 
(Consejo de Estado – Sección Tercera- Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 
6477, 1992). 
El fundamento de la indemnización arriba señalada, fue expuesto por la Sala 
teniendo en cuenta las peculiaridades del caso -paciente que sufrió una fístula recto vaginal- 
era necesario otorgar una indemnización de 1800 gramos de oro por concepto de daño 
moral debido a las incidencias traumáticas causadas, sentencia revolucionaria e hito en la 
evolución de ampliar la noción de compensación de perjuicios por daños extrapatrimoniales 
y más concretamente con ocasión al daño corporal o psicofísico causado. 
Se permite así, que a través de este concepto de reparación de daño moral se 
remedien las consecuencias fisiológicas que se desencadenaban para la persona, todo en 
atención al principio de reparación integral, al excederse el límite de indemnización del 
daño moral, indirectamente se estaba realizando un reconocimiento de la existencia de otros 
daños inmateriales. 
Estas sentencias constituyen un importante y destacado antecedente jurisprudencial 
en el reconocimiento integral de los daños inmateriales, además constituyen una antesala 
para la consagración posterior del perjuicio fisiológico, primera denominación que surge 




1.1.1. Perjuicio fisiológico 
La génesis de este tipo de perjuicio lo constituye la sentencia del 3 de julio de 1992, 
del Tribunal Administrativo del departamento de Antioquía, (Expediente 25878 de 1992 
M.P. Cárdenas Humberto), donde aparece de manera expresa el concepto y los parámetros 
del reconocimiento al daño fisiológico al indicar que la víctima al quedar parapléjica se le 
despoja de los placeres habituales de la vida, como trotar, caminar, bailar, entre otros. 
Los críticos de esta tipología indican que con esta sentencia no se le otorga al 
perjuicio fisiológico una entidad jurídica propia sino hibrida por cuanto al momento de la 
liquidación solo se consagran los daños materiales y morales y no condena por el concepto 
de perjuicio fisiológico a pesar de conceptualizarlo debidamente (Rueda 2014), se 
considera que con esta sentencia se causa confusión entre el daño material-lucro cesante 
con el perjuicio fisiológico.  
Esta sentencia indica:    
“(…) La parálisis de los miembros inferiores (paraplejia) que padece el actor 
lo priva de los placeres cotidianos de la vida, tales como los de caminar, trotar, 
montar en bicicleta, bailar, trepar a un árbol, nadar, desplazarse cómodamente de 
una ciudad a otra y otras actividades similares. La fijación de la indemnización de 
este rubro depende mucho del criterio prudente del juez, quien debe tener también 
en cuenta para el efecto la profesión y la edad del lesionado, las privaciones que 
sufre a raíz de la lesión, etc. Se condenará, en consecuencia, a la demandada, a 
cubrir al demandante, una suma equivalente a 2.000 gramos de oro fino.” (Tribunal 
Administrativo de Antioquia- Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 
25878, 1992 reiterado por el Consejo de Estado, expediente No. 7428, 1993). 
 
A pesar de lo anterior, esta sentencia constituye un gran avance jurisprudencial en la 
medida que establece por primera vez en Colombia, que la víctima por el daño corporal o 
psicofísico es privada de las actividades básicas e indispensables para una vida normal y 




En este fallo se agrupan en perjuicio fisiológico las tres categorías solicitadas por el 
demandante: “el daño personal especial debido al daño sufrido en su vida de relación social 
y personal por efecto de la grave invalidez, los perjuicios estéticos y el daño corporal 
especial debido también a la invalidez total que sufre la persona.”  
Posteriormente, el Consejo de Estado mediante “fallo del 6 de mayo de 1993, M.P.” 
Julio Cesar Uribe Acosta hizo un avance significativo dado que también le dio autonomía a 
este perjuicio fisiológico y lo desarrolla más técnicamente, para definirlo como el daño que 
causa detrimento en las condiciones mínimas y normales de vida de los individuos, 
teniendo en cuenta que toda persona tiene preferencias, gustos, satisfacciones de diversa 
índole que conllevan a que la vida diaria sea más agradable y placentera por lo que decide 
concebir esta figura,  el cual fue trayendo consigo indemnizaciones más complejas (Navia, 
2000). 
 
En esta Sentencia del 6 de mayo, el concepto de daño o alteración fisiológica se 
utiliza como sinónimo de la vida de relación, y ya no es tomado como un hibrido que 
conjuga daños materiales y morales sino como una categoría jurídica propia, se establece 
que el perjuicio fisiológico se produce cuando por un daño corporal o físico,  se ven 
restringidas las actividades mínimas y vitales que generan un goce y disfrute de las 
condiciones de la vida individual, se entiende entonces que todo daño causado a este ítem 
va más allá de las afecciones físicas en sí mismas que pueda tener una persona y es todo 
aquello que afecta su fuero interno (Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso 
Administrativo,  expediente 7428, 1993). 
Se considera por el Consejo de Estado que el daño fisiológico o de vida de relación, 
es aquel que repara la pérdida o limitación de la posibilidad de realizar tener acceso a otras 
actividades vitales que reportan placeres en la vida diaria, que, aunque no producen un 
beneficio económico patrimonial, hacen agradable y digna la existencia.  
A su turno, se indica, que los perjuicios de carácter fisiológico son los denominados 
por fuente jurisprudencial y la doctrina francesa Prejudice d 'agrament y por la Doctrina 




vivir, por cuanto el afectado no podrá realizar algunas actividades vitales que hacen 
agradable la existencia del ser humano.” (Rueda, 2014).  
Sin embargo, se podría decir que la citada sentencia tampoco constituye un avance 
real en la materia, por cuanto crea una gran confusión en la liquidación del perjuicio 
fisiológico, dado que a pesar de hacer un reconocimiento real del perjuicio fisiológico como 
semejante del perjuicio a la vida de relación, termina indemnizando a la víctima por la 
pérdida de sus dos extremidades inferiores con el pago de  la suma de ocho millones de 
pesos con el fin de que adquiera una silla de ruedas y page los servicios de una persona que 
la ayude en los desplazamientos que tenga que realizar.  
Esta sentencia no consagró una indemnización bajo el concepto de daño fisiológico, 
pues a pesar de conceptualmente indicar que se trata de un daño autónomo en donde se 
afectan las actividades diarias de la víctima y sus condiciones normales de vida, lo 
confunde al  momento de liquidarlo con el daño material, al condenar para que la víctima 
adquiriera una silla de ruedas y pudiera pagarse el salario de una enfermera, entre otros. 
En otras palabras, esta sentencia reparó el daño emergente que constituye un 
perjuicio material, dejando sin reparar el perjuicio inmaterial naciente denominado 
fisiológico o de vida de relación, lo cual generó una confusión sobre la autonomía del 
concepto frente a daños patrimoniales, confusión que se repitió en reiteras sentencias 
posteriores. 
Todo lo anterior, indica que para esa fecha “el perjuicio fisiológico o a la vida de 
relación” no correspondió a una entidad jurídica propia pues se conformó por perjuicios 
morales y materiales y no hubo una distinción de este.        
La citada sentencia justifica el citado pago así:  
“Es lamentable que niños, jóvenes, hombres maduros y ancianos tengan que 
culminar su existencia privados de la alegría de vivir porque perdieron sus ojos, sus 
piernas, sus brazos, o la capacidad de procreación por la intolerancia de los demás 
hombres. A quienes sufren esas pérdidas irremediables es necesario brindarles la 
posibilidad de procurarse una satisfacción equivalente a lo que ha perdido. Por algo 




papel satisfactorio (Mazeaud y Tunc). Así, el que ha perdido su capacidad de 
locomoción, debe tener la posibilidad de desplazarse en una cómoda silla de ruedas 
y ayudado por otra persona; a quien perdió su capacidad de practicar un deporte, 
debe procurársele un sustituto que le haga agradable la vida (equipo de música, 
libros, proyector de películas, etc.)” (Consejo de Estado, Sala  de lo Contencioso 
Administrativo,  expediente 7428, 1993). 
Críticos en la materia también indicaron que en este momento histórico, el Consejo 
de Estado no distingue entre dos categorías de menoscabos inmateriales con orígenes 
diferentes, el primero “el perjuicio fisiológico de raigambre francés, relativo a la pérdida de 
los placeres de la vida (deportivos, culturales, sexuales, estéticos, etc.) y, el segundo, el 
perjuicio a la vida de relación de origen italiano que se refería a la indemnización de las 
actividades no productivas de la víctima.”(Rueda, 2014). 
A pesar de lo indicado, esta sentencia de 1993, guarda especial trascendencia dado 
que conjuga principios de gran trascendencia humana al establecer que la indemnización 
debe dejar indemne por el daño indebido injusto, esto es, que debe procurar una reparación 
integral -material e inmaterial- que el daño ha causado en la víctima, y con conciencia plena 
del valor tan importante que guarda la dignidad de la persona humana. 
Así las cosas, hasta ese momento conceptualmente el perjuicio fisiológico es  
concebido como sinónimo del daño a la vida de relación y se distingue del daño material 
como los ingresos periódicos de la persona y del daño moral como la estabilidad emocional 
de ésta, al concebirse como la imposibilidad de la persona de llevar a cabo actividades 
esenciales y vitales, que aunque no producen una ganancia de carácter patrimonial, si hacen 
agradable, llevadera pero sobre todo digna la existencia y que la víctima podría realizar si el 
hecho dañoso no se hubiera presentado, se frustra su proyecto de vida y se deteriora su 
sociabilidad por cuanto tendría que cambiar sus hábitos personales y alterar las fuentes que 
le suministran placer. 
 
Se introduce así esta nueva categoría de daño denominado perjuicio fisiológico 
como “sinónimo del perjuicio a la vida de relación, desconociendo el significado que tienen 





Koteich (2012) citada por Rueda (2014 p. 66), indica que el perjuicio fisiológico no 
se refiere a “la disminución o pérdida del placer de la vida sino a las funciones fisiológicas 
y orgánicas que son las que permiten el desarrollo de actividades cotidianas como de 
placer”, de manera que puede tasarse de manera objetiva, indica que estas situaciones no 
deben confundirse.   
 
Doctrinariamente se critica este tipo de daño por cuanto se considera que no se tenía 
en cuenta el fundamento común de su reparación cual era el ser humano en sí mismo como 
una unidad, por cuanto se repara una diversidad de daños como el daño a la vida de 
relación, el daño de daño estético, de daño psíquico, de daño sexual, etc., (Duque, 2001). 
 
En este momento, es importante también referirse a la sentencia del Consejo de 
Estado, de 13 de junio de 1997, la cual constituye una antesala sobre el estudio estático 
(perjuicio fisiológico genérico) y dinámico (perjuicio fisiológico específico) del hoy 
denominado daño a la salud, cuando se indica que los perjuicios fisiológicos están 
relacionados con el goce de vivir, con el impedimento de llevar a cabo una serie de 
actividades de las cuales el afectado percibía placer de carácter físico o psicológico y que 
deben particularizarse de acuerdo a cada persona y dependerá de las actividades que ésta 
desarrolle (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 12499, 
1997). 
 
Se consagra sobre la forma de cuantificación y tasación de este daño:    
“4-) … los perjuicios fisiológicos sólo se deben apreciar estudiando el caso 
concreto y por ello deben ser reconocidos por el juez teniendo en cuenta las 
condiciones personales y sociales afectadas con el daño.” 
“Para la cuantificación del daño debe tenerse en cuenta que los perjuicios 
fisiológicos pueden ser genéricos, es decir, aquellos que se producen en todas las 
personas que padecen la lesión y que no necesitan otras pruebas para su 
reconocimiento, v.gr: pérdida de sentidos como la vista, la audición, el habla, de 




la incidencia de la lesión, en las actividades placenteras o el goce espiritual que 
disfrutaba la víctima antes de producirse el evento dañoso y que deben acreditarse en 
el expediente, tales como la pérdida de una extremidad superior en un pianista, o en 
un tenista, de una extremidad inferior en un ciclista, etc. Es cierto que en estos casos 
de entrada hay lugar al reconocimiento de esta índole de perjuicios, pero si se 
demuestra que la víctima ejercía la actividad o pasatiempo y su relación directa con el 
goce de vivir, el monto indemnizatorio deberá ser superior.” 
“5-) Ahora bien, para la tasación misma de los perjuicios fisiológicos se debe 
tener en cuenta su naturaleza jurídica ya que, en cuanto a materiales que son, pueden 
ser resarcidos por el precio equivalente al salario de una enfermera, la dotación de 
una silla de ruedas, o el costo de la instrucción de un nuevo pasatiempo que sustituya 
aquél que resulta afectado; y, en cuanto, participan de la naturaleza de los perjuicios 
morales, esto es el dolor intenso e incalculable que representa la pérdida del goce de 
vivir, deben indemnizarse con el equivalente en pesos de los gramos oro fino que el 
Juez estime en consonancia con las circunstancias particulares de cada caso(…).” 
(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 12499, 1997). 
Así las cosas, el Consejo de Estado en el numeral 4 definió que el daño fisiológico 
guarda una doble entidad, la primera de contenido o carácter genérico que se provoca en 
todas las personas que recienten de manera directa una afectación y que se desprende del 
dictamen médico legal, lo cual garantizaría el principio de optimización de derecho 
denominado de igualdad, porque a igual menoscabo o detrimento correspondería la misma 
compensación - y la segunda de contenido determinado la cual debiera ser probada de 
manera específica dentro del proceso y que no se desprende simplemente del dictamen 
médico-legal, sino que tiene el propósito de compensar la pérdida de las funciones derivado 
del menoscabo en la realización de actividades recreacionales y sociales. 
Valga resaltar, que esta sentencia contó con la aclaración de voto del Consejero de 
Estado Ricardo Hoyos, en el sentido de señalar que se considera, hasta el momento, el 
perjuicio  orgánico como un híbrido entre los menoscabos materiales e inmateriales y que 
no se le da a este concepto una entidad jurídica propia, sino que se confunde con el 




en cuenta el costo equivalente al pago de servicios de carácter médico y de rehabilitación, 
tales como enfermeras, sillas de ruedas, etc., como había sucedido en sentencia del Consejo 
de Estado del 6 de mayo de 1993, todo esto con base en lo señalado en el numeral ya 
indicado, esto es, 5 de la sentencia. 
Se destaca en el salvamento de voto, lo consagrado sobre el perjuicio fisiológico 
pues se establece que éste se debe reparar en concreto por parte del juez y tener en cuenta 
para su valoración aquellos contextos particulares, personales y sociales de la víctima en 
relación con el advenimiento en la lesión y en las operaciones u actividades que antes de 
ésta le daban regocijo y que no puede realizar más; y además que estos pueden ser 
generales, es decir que se producen a todas las personas por igual cuando por ejemplo 
pierden un órgano, o también específicos,  dependiendo de la incidencia en la lesión y su 
impacto en todas y cada una de las actividades que antes de la lesión le daban a la víctima 
placer y que producto de la lesión  no puede realizar más. 
Sobre el concepto de perjuicio fisiológico también vale la pena reseñar la sentencia 
del 25 de septiembre de 1997 de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en donde se 
concluye indicando que para el caso planteado, se puede hablar de la existencia de 
menoscabo funcional, ya que se encuentra probada la mengua del pleno goce de actividades 
motoras y psicológicas derivado de la existencia de la lesión sufrida por la víctima, lo cual 
afectó actividades de carácter esencial y placentera para la vida cotidiana, esto es, la 
práctica de actividades propias del ser humano que involucran la capacidad para la 
realización y desarrollo del mismo.  
 
En el proceso que originó la citada sentencia se solicita se declare al municipio de 
Medellín responsable administrativamente de los perjuicios que sufren María Edelmira 
Cano y su hijo Eduardo de Jesús Cardona, con motivo del accidente de tránsito ocurrido el 
1º. de septiembre de 1988, cuando un vehículo de propiedad del Municipio atropelló al 
menor Eduardo De Jesús Cardona Cano (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 





El concepto de perjuicio fisiológico tuvo aplicación aproximadamente por siete años 
a lo largo de los cuales se fue decantando, en un principio se consideró como sinónimo del 
daño o afectación a la vida de relación, para  posteriormente y dadas las críticas al mismo, 
concebirse como aquel daño que atenta contra la integridad física de la persona  que no le 
ha ocasionado su muerte pero que por su ocurrencia no podrá a futuro  dedicarse o 
desarrollar aquellas actividades que le causaban placer antes de ocurrido, es decir se hace 
referencia a un daño físico que priva a la víctima de la alegría de vivir ( Navia,  2000). 
   
El campo de aplicación de este daño lo configura el daño físico sobre la persona y 
en los casos de lesión física se supone “la pérdida de una oportunidad del goce de la vida y 
la privación de vivir en igualdad frente a los que no lo sufrieron.” (Henao, 1998).  
 
Así las cosas, se puede indicar que el daño fisiológico consiste en la disminución de 
las  funciones  orgánicas que sufre una persona como consecuencia de una lesión física, 
disminuyéndosele  la posibilidad de realizar actividades normales en el mundo y que 
acostumbraba a realizar antes del daño, es decir,  el daño genera una alteración de las 
circunstancias normales de la persona que lo sufre y de sus allegados, es decir ya no es una 
simple lesión física sino que también se tienen en cuenta sus consecuencias (Ruiz, 2010).  
 
En su gran mayoría las sentencias del Consejo de Estado describen el daño 
fisiológico como aquel que se causa cuando el afectado no puede realizar determinadas 
actividades placenteras en la vida. 
 
La doctrina considera que tal como se encuentra planteado el perjuicio funcional o 
el daño a la vida de relación, como sinónimos, se causa confusión, dado que el perjuicio 
fisiológico debe entenderse como consecuencia de una lesión o afectación física o corporal 
declarada y que genera cambios en las condiciones normales y cotidianas de vida, al 
contrario, el perjuicio a la vida de relación implica “perdida de la posibilidad de realizar 





Sostiene la autora antes citada, que para la época se conceptualizan de manera 
errónea los elementos del perjuicio funcional y orgánico, que el Consejo de Estado termina 
ordenando por su reparación unos rubros de acuerdo con lo probado, analizándolos como 
daños tangibles y otros rubros con base en el arbitrio iuris, generando confusión y una 
desigualdad, dado que se termina enmendando a título de perjuicio fisiológico lo que en 
realidad corresponde “al daño a la vida de relación” según la doctrina francesa.  
 
Se hace evidente dentro de los pronunciamientos del “Consejo de Estado la 
existencia del concepto de perjuicio fisiológico y daño a la vida en relación, manejando 
estas categorías de daños como semejantes, desconociéndose el significado que tienen en 
los sistemas de origen.” (Cortes, 2009). 
 
Según Koteich (2012), el calificativo de ‘fisiológico’ no se refiere a la “disminución 
o pérdida del placer de la vida sino a la limitación de las funciones fisiológicas y orgánicas 
que son las que permiten la ejecución de diversas acciones habituales, como de placer”, 
diferente al daño a la vida de relación que se trata de una definición más compleja, que 
recoge no tanto las lesiones funcionales sino los resultados futuros que, en razón de ellas se 
pueden actualizar en “la vida de relación” de quien las soporta.  
 
El concepto de daño a la vida de relación fue implantado y superado en reemplazo 
del denominado perjuicio fisiológico a partir del año 2000, por las nuevas interpretaciones 
que actualizó el Consejo de Estado como se presentará en el siguiente acápite. 
 
1.1.2. Daño a la vida de relación 
 
En el año 2000, la Jurisdicción Contencioso Administrativa, a través de su sentencia 
del 19 de julio de 2000 clarifica conceptos y consagra el de daño de la vida en relación, es 
decir cambia el concepto de perjuicio fisiológico y comienza a denominar el daño que sufre 
una persona y la perdida de realizar actividades vitales por las lesiones psicofísicas, como 
daño a la vida de relación (Consejo de Estado-Sala de lo Contencioso Administrativo, 





Ante la confusión que se generó por las distintas interpretaciones dadas a los 
conceptos de perjuicio fisiológico y al de daño a la vida de relación, el Consejo de Estado 
como máximo órgano de la Jurisdicción Contenciosa aclara que el primero no podía ser un 
sinónimo del segundo  y por tanto lo desplazó totalmente e indicó que este “perjuicio de 
daño a la vida de relación” no solo podía provenir de la lesión en sí misma o la perturbación 
fisiológica o la imposibilidad de realizar actividades placenteras, sino de las consecuencia 
que se derivan para la persona en su vida de relación proveniente de diferentes situaciones 
que provoquen una alteración de la vida cotidiana de quien recibe la afectación.  
 
Se indica en la sentencia en comento, que este  perjuicio no se refiere únicamente a 
la imposibilidad de gozar de aquellos placeres o condiciones esenciales para la vida digna, 
como puede desengancharse de la locución préjudice d´agrement (perjuicio de agrado) la 
cual se utiliza por la doctrina civilista francesa, dado que no todas las actividades que se 
hace difíciles o imposibles, como consecuencia del daño causado, tendrían que ser llamadas 
de placenteras, pues puede tratarse de las más simples actividades cotidianas o de rutina 
que una persona realiza, que ya no pueden llevarse a cabo derivado de la limitación, o 
requieren de un esfuerzo adicional para su ejecución, por ejemplo, para una persona 
parapléjica. 
  
Se considera más acertado utilizar esta expresión de la doctrina italiana, por cuanto 
no se trata escuetamente de la afectación o daño sufrido por la persona en su relación con 
las personas que le rodean, sino que trae una afectación mayor con otros aspectos 
relevantes de su vida, aquellos de carácter individual, pero que guardan un impacto externo, 
y su relación o contacto en general con las cosas del mundo, es decir se trata de un daño a 
la vida exterior de la víctima. 
 
En la citada esta sentencia, considera el Consejo de Estado que el reconocimiento de 
este perjuicio no debe limitarse solamente a los casos de lesiones psicofísicas o corporales, 
indicando: 
 
 “No debe limitarse a los casos de lesiones corporales que proceden 




que alteran la vida de relación de las personas, tampoco debe limitarse su 
reconocimiento a la víctima, toda vez que el mismo puede ser sufrido además por 
las personas cercanas a ésta, como su cónyuge y sus hijos; ni debe restringirse a la 
imposibilidad de gozar de los placeres de la vida, pues puede referirse además al 
esfuerzo excesivo de realizar actividades rutinarias; ni se trata sólo de la afectación 
sufrida por la persona en su relación con las demás, sino también con las cosas del 
mundo.” 
 
Lo anterior constituye un gran avance jurisprudencial en la medida que este 
perjuicio puede ser reclamado por terceros cercanos a la víctima por razones de parentesco 
o amistad, entre otras, que se ven afectados en su vida de relación. 
 
En la citada sentencia del 19 de julio de 2000, se indica que el concepto de perjuicio 
fisiológico es limitado e insuficiente, por cuanto, el daño a la vida exterior de una persona  
puede tener causa en diferentes hechos y no obligatoriamente como consecuencia de una 
lesión física y  esta afectación  puede “provocar una alteración a la vida de relación de las 
personas, como una acusación calumniosa o injuriosa, la discusión del derecho al uso del 
propio nombre o la utilización de éste por otra persona” (situaciones a las que alude, 
expresamente, el artículo 4º del Decreto 1260 de 1970, Estatuto del registro civil de las 
personas”), o “un sufrimiento muy intenso (daño moral), que, dada su gravedad, modifique 
el comportamiento social de quien lo padece, como podría suceder en aquellos casos en que 
la muerte de un ser querido afecta profundamente la vida familiar y social de una persona. 
Y no se descarta, por lo demás, la posibilidad de que el perjuicio a la vida de relación 
provenga de una afectación al patrimonio, como podría ocurrir en aquellos eventos en que 
la pérdida económica es tan grande que – al margen del perjuicio material que en sí mismo 
implica – produce una alteración importante de las posibilidades vitales de las personas” 
(Sentencia Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 11842, 
2000). 
Se indica en la misma sentencia, que a partir de este cambio de noción se derivan las 




derecho a la integridad física únicamente, sino a otros derechos de la personalidad; y por 
otra, (ii) permite que se incluyan situaciones que no solo comprometen a la víctima directa 
sino también a terceros afectados” como lo afirma Rueda (2013).  
 
Se aduce por Rueda (2013), que esta sentencia es objeto de críticas, por cuanto “no 
tiene en cuenta que un perjuicio por una lesión corporal que trae como consecuencia de una 
deficiencia funcional (esto es, lo que en la sentencia de agosto de 1997 se llamó ‘perjuicio 
fisiológico genérico’), puede ser tasado basándose en criterios objetivos, mas no concebirse 
dentro de una categoría que exige mayor discrecionalidad judicial, como lo es el daño a la 
vida de relación. Este concepto de daño a la vida de relación implica un estudio concreto de 
los efectos de la lesión sobre la relación que tenía la víctima con su entorno y la sociedad 
antes del daño-evento, es decir, implica un análisis del estado social y vivencial de la 
víctima, y esta situación puede dar lugar a inequidades desde el punto de vista de la 
tasación de daños corporales similares”, puesto que se indemniza bajo un macro concepto 
que no diferencia el daño corporal y sus efectos. 
 
La jurisprudencia hasta el momento no tiene claro y crea confusión entre el 
concepto de daño a la vida de relación y perjuicio fisiológico pues se indica tal y como se 
ha advertido que, el daño a la vida de relación no reside en la lesión sino en las 
consecuencias futuras que puede acarrear, en razón de ellas, y que se producen en la vida 
directa de quien la sufre, entendiéndose que  se reemplaza el termino de perjuicio 
fisiológico por el daño a la vida de relación, o mejor que este último, puede englobar al 
primero, sin embargo en las mismas sentencias se indica que el “daño a la vida de relación” 
no se refiere a la lesión en sí misma, sino a las consecuencias, de lo que podría deducirse 
que el uno no reemplaza al otro sino que coexisten, sin embargo no es así, por cuanto los 
conceptos se reemplazan al momento de la indemnización (Rueda 2014).  
 
Esta sentencia crea confusión en la medida que se desvanece el carácter prioritario 
que tenía la protección de los derechos por los atentados a la integridad psicofísica sin tener 





Ahora, en esta sentencia aparece otro concepto consistente en el daño o variación a 
las condiciones de existencia, relacionado con la modificación de las condiciones de vida 
que venía desarrollando la víctima.  
 
El Consejo de Estado, aceptó tomar el concepto “alteración a las condiciones de 
existencia”, para el sustento de la sentencia del 18 de octubre de 2000, en donde se solicita 
se declare administrativa y solidariamente responsable al Hospital Regional de San Marcos, 
Departamento de Sucre y Nación- Ministerio de Salud,  por la extracción prematura de la 
matriz de que fue objeto la joven Dinora Sofía Vásquez Navarro por parte de médicos 
vinculados al Hospital, por el procedimiento de legrado post parto, practicado a la actora, el 
cual le perforó el útero circunstancia que condujo, posteriormente, a la extracción o pérdida 
de éste.   La sala señala que “la señora Dinora Sofía Vásquez por la pérdida de su útero no 
sólo padeció afección en las funciones fisiológicas de su cuerpo, sino, además, que tal 
situación le afectó otras áreas personales en la vida de relación, en el goce de actividades 
placenteras y le alteró sus condiciones de existencia.” (Consejo de Estado- Sala de lo 
Contencioso Administrativo, expediente 11948, 2000). 
 
Decide la sala indemnizar por  “(i) perjuicio fisiológico, (ii) daño a la vida de 
relación y (iii) alteración a las condiciones de existencia, y se explicó en el caso concreto 
cómo se reflejaban cada uno de ellos, pero en la parte resolutiva, se condena solamente por 
los llamados en la demanda como ‘fisiológicos’ (pero comprensivos, por interpretación de 
la Sala, de la lesión fisiológica, a la vida de relación y alteración de las condiciones de 
existencia)” a favor de la afectada Dinora Sofía Vásquez Navarro, cuyo monto es la suma 
en pesos colombianos de 1.000 gramos oro, el cual, se fijó de manera discrecional, al 
carecer de fundamento el análisis que determinó dicha cantidad. 
 
Posteriormente, en sentencia del Consejo de Estado del 21 de febrero de 2002, 
mediante la cual se solicitó la responsabilidad del Estado por hechos ocurridos el  5 de 
enero de 1992, cuando se ordenó el desplazamiento de un vehículo militar de un batallón, 
con destino al Guavio, el vehículo que era conducido por un  sargento  y allí viajaba el 




terreno y el joven Hurtado Tenorio quedó gravemente herido; se afectó su riñón derecho y 
su sistema urinario. Fue trasladado al Hospital Departamental de Pasto y, luego, al Hospital 
Militar de Bogotá y las heridas le generaron un detrimento en su capacidad para 
desempeñar actividades laborales y en su goce fisiológico del 100%, se condenó al pago 
por el menoscabo causado a la vida de relación, tomando en cuenta aquellos elementos de 
carácter fisiológico y “la alteración a las condiciones de existencia de la persona”. (Consejo 
de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 11335, 2002).  
 
El fundamento de la citada condena descansó en el siguiente arbitrio iuris:  
  
“…encuentra la Sala que, de las características del tratamiento recibido, así 
como de la naturaleza de la lesión padecida, puede inferirse una importante 
afectación de la víctima en su vida de relación. En efecto, dicho tratamiento generó 
a Neri Florencio Hurtado, sin duda, incomodidades y limitaciones temporales, y las 
secuelas definitivas de la lesión implican para él una importante alteración en su 
posibilidad de realizar, en el futuro, ciertas actividades que antes le resultaban 
fáciles o posibles. (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
expediente 11335, 2002).” 
 
Así las cosas y de acuerdo con lo expuesto, es de indicar que hasta el momento el 
tema de la indemnización por los conceptos de perjuicios fisiológicos y daño a la vida de 
relación, no se definió de ninguna manera, pues, a pesar de las aclaraciones hechas 
relacionadas con cada uno de los conceptos empleados, estos fueron utilizados en reiteradas 
oportunidades de manera indistinta y muchas veces como sinónimos uno de otro, trayendo 
en consecuencia resultados inciertos. 
Tal como se señaló, “el daño a la vida en relación” se podía indemnizar por 
acontecimientos no necesariamente derivados de un daño corporal o físico a la persona, así: 
Por la afectación y alteración de la vida familiar y social, por afectación grave de la imagen 
pública y la reputación del sujeto a quien se le imputan las acusaciones formuladas, por 




Jurisprudencialmente, a pesar de considerarse este concepto de daño a la vida de 
relación más adecuado al daño verdaderamente causado a la víctima y criticarse la 
expresión perjuicio fisiológico, contradictoriamente no se renuncia fácilmente a la utilización 
de este último y se continúa usando asimilándolo al concepto de daño a la vida de relación, 
en fallos posteriores. 
 
Posteriormente y en armonía con la anterior sentencia, el Consejo de Estado Sección 
Tercera el 16 de agosto de 2007 a través de uno de sus fallos, analizó la responsabilidad de 
Estado por las lesiones ocasionadas a un Cabo del Ejército por explosión de granada de 
dotación, siendo manipulada sin que se presentara combate, se consagra que además de la 
víctima, los seres queridos que la rodean también sufren este daño: 
 
“En relación con sus padres y su hermano, considera la Sala que también 
procede una condena en el mismo sentido ya que de las pruebas valoradas se 
desprende que éstos también vieron afectada su vida familiar y social como 
consecuencia de la lesión padecida por J.A., en efecto, se vieron avocados a atender 
a una persona parapléjica, a pesar de no contar con los conocimientos y habilidades 
para ello y debieron además, acudir a la caridad de sus vecinos y amigos a fin de 
poder suplir los gastos que la salud del lesionado demandó y atender su propia 
subsistencia (…).” (Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo, 
expediente 30114, 2007).  
 
Se considera en la sentencia que la situación anterior sin duda produjo una 
alteración importante en las posibilidades y expectativas de vida de estas tres personas -
padres y hermano- que debe ser compensada por la entidad pública demandada, pues sólo 
de esta manera se logrará una reparación integral de los perjuicios derivados del daño a ella 
imputado.  
 
Importante indicar que se destaca esta sentencia en la medida que establece que este 




de la vida, sino que también puede referirse a la dificultad en la realización de las 
actividades rutinarias y diarias de la persona afectada. 
 
Este perjuicio tampoco puede ser reclamado solamente por daño en la integridad 
psicofísica de la persona, sino que también aborda daños que causen un perjuicio a la 
persona en su vida de relación.     
Se considera en este fallo que el concepto de daño a la vida en relación es mucho 
más acertado que el de perjuicio fisiológico, puesto que abarca de manera más amplia y con 
mayor cobertura todo daño causado a una persona más allá de lo físico y protegiendo de 
manera efectiva el goce de los placeres básicos del ser humano. 
Este concepto es mucho más amplio y debe preferirse su utilización, toda vez que 
una lesión en el ámbito extrapatrimonial distinta del daño moral puede surgir de distintos 
hechos y no sólo producto de una lesión corporal y por tanto la reparación por daño a la 
vida de relación no solo es por daño a la salud sino también cuando se lesionan otros 
derechos de la persona (Cortes, 2009).  
El alto tribunal especificó, en consecuencia, que el daño a la vida de relación no se 
identifica con la simple lesión en sí (daño-evento), sino que se produce cuando tal lesión 
afecta el pleno goce de la existencia (daño-consecuencia) 
 El Consejo de Estado asimilaba el concepto de perjuicio a la vida de relación con el 
de alteración a las condiciones de existencia y en el año 2007, esta Corporación en sus 
pronunciamientos comienza a reconocer autónomamente el concepto de variación de las 
condiciones de existencia humana. 
 
1.1.3. Alteración de las condiciones de existencia 
El máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo entiende el concepto de 
alteración de las condiciones de existencia “el sufrimiento padecido por las víctimas de un 
daño, consistente en la modificación anormal del curso de su existencia, es decir de sus 




En sentencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado del 15 de agosto de 2007, 
la Sala acude a la noción de “daño por alteración grave a las condiciones de existencia”, el 
cual ha considerado “ofrece mayor amplitud y abarca no sólo la relación de la víctima con 
el mundo exterior, sino, de manera más general, esos cambios bruscos y relevantes de las 
condiciones de una persona en cuanto tal y como expresión de la libertad y el albedrío, 
atributos esenciales a la dignidad humana.” (Consejo de Estado, Sección Tercera, 
expediente AG 2003-385, 2007). 
Aparece este concepto al tenerse en cuenta que presuntamente se utilizaban por 
parte del Consejo de Estado de manera inadecuada las anteriores tipológicas y se decide 
hablar de alteración grave a las condiciones de existencia por considerarse que incluye no 
solo la relación de la persona afectada con el exterior, sino, que también incluye los 
cambios importantes en cuanto a sus condiciones, en cuanto a los bienes e intereses 
legítimos como la honra, el buen nombre entre otros. 
Se indica en la sentencia que con esta afectación se alcanza a alterar de manera 
permanente “el devenir cotidiano del comportamiento humano, y que no solo se altera su 
integridad física, ni sus sentimientos, sino por lastimar sus condiciones de existencia, que 
no son otra cosa, que sus costumbres relacionadas con su proyección y desarrollo de 
proyecto de vida.” Se concibe este daño como el que modifica en modo preeminente las 
condiciones esenciales y habituales de la persona, en aspectos básicos y por demás 
significativos de la normalidad que el individuo llevaba y que evidencia efectivamente una 
alteración de los roles habituales (Gil, 2012). 
El citado autor afirma sobre este daño que “no cualquier modificación o 
incomodidad sin solución de continuidad podría llegar a configurar este perjuicio, se 
requiere que el mismo tenga significado, sentido y afectación en la vida de quien lo 
padece.” (Gil, 2012). 
Se trata de una categorización que permite la reparación del daño inmaterial que 
recibe la persona, sobre los bienes que son relevantes para la reparación integral, esto de 
acuerdo con la teoría del daño, como son la libertad, alteraciones del desplazamiento, los 




que se entiende como un daño a la persona físico y psicológico y, por lo tanto, importantes 
para la valoración integral del daño causado. 
Se indica que la doctrina francesa, ha entendido por alteración de las condiciones de 
existencia “(les troubles dans les conditions d’existence), el sufrimiento padecido por las 
víctimas de un daño, consistente en la modificación anormal del curso de su existencia, es 
decir de sus ocupaciones, sus hábitos y sus proyectos. Un daño puede entonces producir 
perjuicios, que desbordan la lógica de aquellos materiales, e incluso de los morales, cuando 
logra alterar el devenir cotidiano del comportamiento humano, no por comprometer su 
integridad física, ni sus sentimientos, sino por alterar sus condiciones de existencia, que no 
son otra cosa, que sus costumbres relacionadas con su proyección de vida.” (Gil, 2012). 
  
Esta sentencia realiza un aporte importante ya que aclara las diferencias entre “el 
daño a la vida de relación y la alteración a las condiciones mínimas de existencia” en el 
sentido de establecer que de primera mano obedece a un título de relación entre la víctima y 
el contacto con su mundo externo, mientras que el segundo se describe a una vicisitud 
repentina y precipitado en la condición individual de la víctima que impacta necesariamente 
en su proyecto de vida.  En atención a ello, María Cecilia M’Causland (2008), sostiene que 
“dicha jurisprudencia tan solo es un intento por cambiarle el nombre al daño a la vida de 
relación, sin que ofrezca cambios significativos”. 
  
Debe tratarse de un cambio que tenga un impacto especial en la vida de la persona 
afectada, es decir, que altere de modo superlativo las condiciones y circunstancias de la 
persona, que modifique de manera significativa la existencia del sujeto del daño y de la que 
gozaba antes de que ocurriera el hecho (Fernández, 2014).  
 
Otras interpretaciones del Consejo de Estado en situaciones análogas, ha sido la 
insistencia en señalar que la variación a las condiciones de existencia mínima de las 
personas “es equiparable al daño a la vida de relación, dado que aquel no es otra cosa que la 





Lo anterior, se puede desprender de varias sentencias proferidas en el año 2007 
“Sentencia del 15 de agosto de 2007, exp. AG 2003 – 385 M.P. Mauricio Fajardo Gómez y 
sentencia del 18 de octubre de 2007, exp. AG-029”, en donde se señaló que el perjuicio 
fisiológico, después denominado daño a la vida de relación, se encuentra sumergido dentro 
de la categoría de daño o menoscabo a las alteraciones a las condiciones de existencia. 
 
Milagros Koteich (2012), ha indicado que esta modificación es solo un cambio de 
nombre por cuanto lo que busca es proteger todo aquello que los conceptos anteriores 
protegían, con esta tipología no se amplía el modelo de indemnización existente por causa 
de un perjuicio a la integridad física o psicológica de la persona.  
Sobre este tema el consejero Enrique Gil Botero indicó en su aclaración de voto que 
a partir de las sentencias proferidas en el 2007 se puede concluir “la autonomía e 
independencia de la alteración a las condiciones de existencia y el daño a la vida de 
relación y que no se trató simplemente de un cambio de nombre y entenderlo así es 
incorrecto” (Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente No. 
17.380, 2009).   
 
Este autor, establece que la jurisprudencia causó confusión al mutar 
equivocadamente la denominación del daño a la vida de relación al de alteración de las 
condiciones mínimas de existencia digna cuando en realidad se trata de conceptos 
diferentes, establece:  “(i) el primero se refiere a la pérdida del placer derivado de la 
imposibilidad de realizar actividades a las que estaba acostumbrado, mientras que (ii) el 
segundo se refiere a un perjuicio autónomo relacionado con la modificación grave, 
sustancial y anormal del proyecto de vida de cada persona.” (Gil, 2012). 
 
Gil Botero en salvamento de voto de sentencia del Consejo de Estado- Sala Plena de 
lo Contencioso Administrativo, expediente No. 17.380, 2009,  afirma que las calificaciones 
de “daño a la vida de relación o la llamada alteración a las condiciones de existencia”, 
siempre han sido utilizadas para referirse al detrimento causado por lesiones psicofísicas de 
la persona, por tanto considera que es indispensable recuperar el significado “del daño a la 




hilo conductor del denominado daño inmaterial, mismo que es diverso al denominado 
moral que se pretende establecer, y a partir de allí, es decir, del concepto de perjuicio 
fisiológico o daño a la salud, se remediarían e indemnizarían los derechos fundamentales 
afectados patrimonialmente por la lesión sicofísica de la persona únicamente, sin involucrar 
más daños que causan confusión o dejan por fuera la reparación por este concepto. 
 
Dadas las graves confusiones que también se venían presentando en la utilización de 
los conceptos de perjuicios fisiológicos y “alteración grave a las condiciones de existencia”, 
en providencia del 14 de septiembre de 2011, el Consejo de Estado intenta realizar una 
distinción entre las expresiones, así:  
 
“Es preciso aclarar que la unificación de criterios en torno al uso de la 
expresión alteraciones graves a las condiciones de existencia no obsta para que en 
cada caso particular se identifique de manera clara el origen del daño que se 
pretende indemnizar el que, en todo caso, puede tener su causa en afectaciones 
físicas o fisiológicas de la persona, por lo que no puede pretenderse que la 
utilización de la expresión perjuicios fisiológicos esté totalmente proscrita de la 
jurisprudencia de la Sala, y deberá ser utilizada cuando las alteraciones graves a las 
condiciones de existencia tengan origen en afectaciones de carácter físico o 
fisiológico.” 
 “En el sub lite, la expresión perjuicios fisiológicos utilizada por el 
demandante y por el a quo para referir los daños cuya indemnización se reconoció 
en la sentencia de primera instancia y que son materia de apelación, debe entenderse 
como incluida dentro de los perjuicios denominados por la jurisprudencia de la Sala 
como alteraciones graves a las condiciones de existencia, en la medida que se trata 
de daños surgidos de afectaciones de carácter físico sufridos por uno de los sujetos 
pasivos del daño, que generaron cambios en la forma en como normalmente se 
desenvolvía su vida antes de que ocurriera el hecho generador del daño.” (Consejo 




El Consejo de Estado estudia el asunto bajo la concepción de "alteraciones graves a 
las condiciones de existencia" teniendo en cuenta que los daños reclamados y los cuales son 
reconocidos en la providencia apelada, tienen su origen en alteraciones físicas o fisiológicas 
sufridas por el demandante. 
Así las cosas,  en esta nueva interpretación, se reconoce de forma expresa la 
importancia de la conceptualización de perjuicio orgánico y funcional o daño a la 
salud,  pero se indica que este detrimento se encuentra incluido dentro de la alteración 
grave a las condiciones de existencia, lo que genera un problema grave de interpretación, 
pues la decisión no da mayor claridad sobre la materia de estudio, por cuanto reconoce la 
importancia del daño de carácter funcional y orgánico, pero inmediatamente lo modifica en 
una especie del género, el cual se ha denominado de alteración a las condiciones de 
existencia. 
De nuevo, el Consejo de Estado incurre en imprecisiones al tergiversar dos 
conceptos de naturaleza distinta; pues tal y como se ha advertido en líneas anteriores, la 
alteración severa a las condiciones mínimas de existencia llevadera es un tipo de afectación 
o menoscabo que ha sido desarrollado por vía jurisprudencial francesa en aras de reparar de 
manera integral las alteraciones inesperadas que se pueden derivar del daño, y que impactan 
de manera negativa en la existencia de la persona y su desarrollo pleno en lo individual y 
como parte de la colectividad, por ejemplo, cuando un  pianista pierde una pierna, en este 
caso no sería daño a la vida de relación que es el placer de vivir,  por cuanto puede 
continuar disfrutando su actividad, sería un daño grave a las condiciones de existencia por 
cuanto con el daño varía gravemente las condiciones personales y el proyecto de vida de la 
víctima. 
El Consejo de Estado en su cambio jurisprudencial y en la trasmutación de 
conceptos sobre el perjuicio ocasionado por lesiones psicofísicas y corporales pierde de 
vista el principio constitucional a que tiene derecho toda víctima de ser reparada 
integralmente y crea confusiones serias en este sentido.         
 
La doctrina ha considerado que con el empleo en la Colombia de los conceptos de 




existencia” de origen francés, se implementó unas especies de daños de carácter abierto que 
en su práctica pueden generar vulneraciones a los principios de igualdad material, dignidad 
humana y reparación integral (Cortes, 2009).  
  
Con el concepto adoptado en el año 2007, esto es el de alteración grave a las 
condiciones de existencia, se generó una gran confusión en lo relacionado con el  perjuicio 
inmaterial, por cuanto lo que se generó fue una mutación en el nombre de daño a la vida de 
relación, pero no se tuvo en cuenta que ambos conceptos tenían una dimensión distinta y 
autónoma, dado que el menoscabo de placer o de agrado “daño a la vida de relación” es 
muy diferente al de condiciones de existencia que se refiere a la alteración de manera grave, 
radical y anormal del proyecto de vida trazado por cada persona. 
 
La citada confusión se ve reflejada en fallos posteriores proferidos por los 
operadores judiciales, quienes frente a los daños que debían ser indemnizados por las 
lesiones corporales o psicofísicas de la persona, indemnizaban como daño a la vida de 
relación o a las condiciones de existencia, indistintamente,  pero desagregando la 
indemnización en múltiples categorías, por ejemplo, en sentencia del 3 de agosto de 2009, 
el Tribunal Administrativo de Antioquia impone una condena al Ministerio de Defensa – 
Ejército  Nacional-  se condena por los perjuicios de la vida de relación, dividiendo la 
indemnización así:  
 
Daño fisiológico 
Daño a la vida de 
relación sexual 
Daño a la vida de 
relación social 
Daño a la vida de 
relación familiar 
Daño estético 
“Es de carácter 
funcional, es 







cuenta que las 
disfunciones 
sexuales son 






erección y el 
orgasmo. Afectan 
la relación de 
pareja, la salud 
“Toda vez que ésta se 
altera por 
condicionamientos 
particulares como la 
pérdida de la 





rechazo dentro de los 
núcleos en los cuales 
se desarrollan las 
personas.”  
“En la medida que se 




tutelado el derecho a 
partir del artículo 42 de 
la misma Carta al 
entregar al Estado el 
deber de garantizar su 
protección, al constituir 
el núcleo fundamental 










autoestima y el 






Tabla 1. Tipos de indemnización según sentencia del 03 de agosto de 2009. Elaboración propia: 
fuente Tribunal Administrativo de Antioquia, Sección Tercera, 3  de agosto de 2009. 
 
Por un lado, la citada sentencia de primera instancia no tuvo en cuenta que la 
expresión “daño a la vida de relación”, jurisprudencialmente se había mutado por alteración 
que impacta de manera “grave a las condiciones mínimas de existencia” y, por otro que 
sólo abarcaba o comprendía un ítem indemnizatorio y no varios tipos o clasificaciones de 
daños, lo que para algunos críticos (Gil 2012), generó que se desbordaran los extremos 
indemnizatorios señalados en pronunciamientos del Consejo de Estado.   
Así las cosas y teniendo en cuenta que la salud es un derecho fundamental y cuyo 
daño requiere un reconocimiento autónomo que sirva de contenedor a las categorías del 
tipo de daño inmaterial y en aras de evitar la dispersión de dichas nociones que se estaban 
imponiendo con “los conceptos de daño a la vida de relación o a la alteración a las 
condiciones de existencia” que hacían cada vez más difícil y compleja la usanza efectiva 
del principio de igualdad y de reparación de corte integral por las lesiones psicofísicas o 
daño a la salud, surge el concepto de daño a la salud o perjuicio fisiológico (Gil, 2012b).  
Para la fecha existía una tensión entre distintas posiciones, de un lado quienes 
defienden categorías abiertas de lesiones y del otro, quienes optan por una reparación 
integral que Identifique cada bien o interés jurídicamente tutelado (Duran, 2016). 
 
En este escenario donde se evidencia una tensión entre las diferentes posturas 
asumidas por la jurisprudencia y la doctrina, por cuanto hay quienes indican que deben 
existir categorías abiertas de lesiones y otros que optan por una existencia unificada e 
integral sin que deje de identificarse cada bien o interés protegido, aparecen las llamadas 




proferidas por la Sala Plena de la Sección Tercera, del Consejo de Estado,  en los  procesos 
radicados 38222 y 19031,” llamadas así por ser proferidas el mismo día por el mismo 
magistrado. 
 
Estas sentencias introducen el “concepto de daño a la salud” entendido como aquel 
que reconoce la afectación a la integridad psicofísica, al reducir a esta categoría las esferas 
física, psicológica, sexual, etc.; que determina el grado de afectación del derecho de 
carácter constitucional a la salud para establecer su indemnización. 
 
Así las cosas, se podía indicar que se adopta de nuevo la idea de daño a la salud, 
fisiológico o biológico, al volver al concepto de “afectación o limitación a la integridad 
psicofísica de la persona”, el cual para el momento era un concepto difuso al incluirlo en 
otras categorías más amplias que desviaron su principal propósito (Duran, 2016)  
 
Se introduce esta categoría para hacer un reconocimiento explícito, unificado y 
sistematizado a la afectación del derecho fundamental y de rango constitucional de la salud, 
consagrado en su artículo 49, y a la integridad psicofísica, reconocimiento que en la 
actualidad se encontraba difuso y se incluía en categorías amplias que terminaban por no 
reconocerlo.  
 
Así las cosas, cuando la víctima sufra un menoscabo a la integridad físico-psíquica 
sólo podrían reclamar por daños de corte inmaterial, estando probados los morales, de 
acuerdo con los parámetros que previamente han sido señalados por vía jurisprudencial por 
parte del Consejo de Estado y el daño que se ha causado a la salud por la afectación de este 
importante derecho de rango constitucional.  
 
El daño a la salud por lesiones psicofísicas desplaza las demás categorías de lo que 
se denomina daño inmaterial, como lo son aquellas que resultan de la variación grave a las 
condiciones mínimas de existencia digna “antes denominado daño a la vida de relación” 
por considerar que esta categoría es un marco que limita se incluyan otros menoscabos que 





Posteriormente, en el 2014, se profieren las Sentencias de Unificación expedidas por 
el Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo, del veintiocho (28) de agosto 
de dos mil catorce (2014) con número de expedientes 31170, las cuales reiteran la posición 
que ha sido tomada en las sentencias 19.031 y 38.222, en el sentido de señalar que el “daño 
a la salud” se reconoce como aquella que deviene o resulta de una afectación a la integridad 
físico y psíquica, en palabras del alto tribunal: 
“Se reconoce de este modo una valoración del daño a la persona estructurado sobre 
la idea del daño corporal, sin tener en cuenta categorías abiertas que distorsionen el modelo 
de reparación integral, se desplazan por completo las demás categorías de daño inmaterial 
como lo son la alteración grave a las condiciones de existencia, antes denominado daño a la 
vida de relación, precisamente porque cuando la lesión antijurídica tiene su génesis en una 
afectación negativa del estado de salud, los únicos perjuicios inmateriales que hay lugar a 
reconocer son el daño moral y el daño a la salud”( Consejo de Estado, Sala de lo 
Contenciosos Administrativo, expediente No. 31170, 2014). 
En este momento, es pertinente indicar que con la expedición del Código 
Contencioso Administrativo y de lo Contencioso Administrativo- CPACA- Ley 1437 de 
2011,  adquieren gran importancia como fuente de derecho las sentencias de unificación 
sobre la compensación económica que recibe una persona por el daño a la salud, expedidas 
en el 2011 y en el 2014,  por el máximo tribunal de lo Contencioso Administrativo, por 
cuanto con esta nueva figura que se incorpora al código, se pretende evitar posiciones 
enfrentadas sobre un mismo tema, lo que genera inseguridad jurídica y violación de los 
derechos a la igualdad y  el resarcimiento integral de la víctima en casos que tengan 
situaciones fácticas y jurídicas iguales. 
 
La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado (Consejo de Estado, 
2014), indica que de acuerdo con el artículo 270 de la Ley 1437 de 2011, las sentencias de 
unificación no son aquellas con las cuales se hacen una línea jurisprudencial, sino que son 




similares sometidos a idénticos supuestos facticos y jurídicos tanto por la administración 
pública o por la autoridad judicial.  
 
Indica Feullet (2017) que las citadas sentencias no son solo las que se dicten a partir 
de la referida ley, sino también las que se hubieren pronunciado con anterioridad, siempre 
que hayan expedido por importancia jurídica o trascendencia económica o social, por 
necesidad de unificar o sentar jurisprudencia, al decidir los recursos extraordinarios y las 
relativas al mecanismo de eventual de revisión de acciones populares y de grupo. 
 
1.2. Concepto en el derecho comparado: Teoría francesa e italiana  
 
El concepto de daño a la salud tiene sus antecedentes principales en el derecho 
francés e italiano, por lo que se hace necesario describir su fundamento. Según la doctrina 
francesa y su desarrollo jurisprudencial “el daño a la salud” es denominado daño corporal o 
fisiológico y los perjuicios anexos como la pérdida de placer se indemniza por 
constataciones médicas y con base en listas compensatorias oficiales (Rivera, 2003). 
 
Agrega la autora, que el daño fisiológico no es unitario, sino que es la suma de 
varios daños dependiendo del caso concreto, deterioros que pretenden cubrir las esferas del 
individuo afectadas con éste en sus orbitas internas y externas.  
 
El daño fisiológico comprende varios tipos de daños psicofísicos subcategorizados 
de acuerdo con sí estos son permanentes o temporales, subcategorías que se ajustan a la 
situación personal, privada y concreta de la víctima daños físicos de tipo estético, sexual, o 
psicológicos como “la alteración a las condiciones de existencia, perjuicio de agrado”, etc. 
(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Expediente 19031, 2011).    
 
La tendencia de las cortes francesas de hacer la distinción entre una pluralidad de 
daños psicofísicos es perfectamente clara cuando la víctima sufre lesiones permanentes, 
cuando se trata de daños temporales la subcategorización es menos pronunciada, para esos 





Los jueces dado el esquema normativo abierto del Código Civil indemnizan de 
acuerdo a las categorías existentes y preestablecidas por la ley, que se ajustan a la situación 
en particular de la víctima, aunque no todos los tribunales tienen los mismos estándares 
para medir los daños; en la teoría Francesa se diferencia la parte afectiva y social del 
patrimonio moral, respecto a la parte afectiva son aquellos daños que alcanzan al individuo 
en sus afectos y respecto a la parte social es aquello que afecta al individuo en su honor, 
reputación y en su consideración (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Expediente 19031, 2011).    
 
En Francia, cada tribunal de apelación posee su propia tabla indemnizatoria, lo que 
quiere decir que el grado de discrecionalidad judicial es alto teniendo en cuenta que las 
tablas indemnizatorias no se hallan centralizadas (Rueda 2014).   
 
El daño que acarrea una alteración en las condiciones de existencia es de carácter 
independiente, frente al daño inmaterial o también denominado moral, el cual es concebido 
como una alteración del curso de la existencia digna y las condiciones básicas para el 
ejercicio de otros derechos humanos de la víctima en sus ocupaciones, hábitos o proyectos 
y generalmente se aplica a raíz de la muerte del padre, madre o cualquier integrante de la 
familia, aunque existe el antecedente del  fallo Plonisy en donde el padre es indemnizado 
dado que su hija quedó paralitica, también es reconocido por afecciones profesionales 
(Rivera, 2003).  
 
Este daño, ha sido reconocido por la jurisprudencia del Consejo de Estado Francés, 
lo que causó se pueda contemplar como cualquier tipo de daño o afectación, sin importar 
que se refleje en el ámbito externo o interno del ser humano. 
 
Este concepto ha generado en Francia confusión ya que cualquier daño o 
menoscabo involucra, en sí mismo, una serie de variaciones en las condiciones mínimas de 
existencia digna de una persona, y este tipo de perjuicio se llega a confundir con el 




francés ha señalado que resulta, más adecuada la locución daño a la vida de relación, 
utilizada por la doctrina italiana. 
 
El derecho italiano por el contrario ha tenido que enfrentar un sistema legal 
crecidamente cerrado y rígido que limitan el reconocimiento de perjuicios inmateriales. 
 
Autores han indicado sobre los perjuicios inmateriales en Italia: 
     
“la distinción ente perjuicio económico y no económico es sustituida por una 
distinción entre los daños en sentido objetivo, que dan siempre lugar a 
indemnización, el perjuicio moral que no es indemnizado si no en los casos 
excepcionales contemplados en el artículo 185 del código penal y el 2095 del 
código civil, y en los daños biológicos, que comprenden todo perjuicio a la persona 
que tenga una repercusión en su vida fisiología, social, sus placeres, el daño 
estético, etc. Esta afectación se indemniza independientemente de la pérdida de 
capacidad de trabajo y de ingreso. (Rozo 2002).” 
 
En Italia, según Koteich (2012) el daño derivado de la “lesión a la integridad 
psicofísica” se liquidaba y resarcía con base en parámetros económicos, en los que se tenía 
en cuenta la relación laboral salarial, en razón a que se sostenía que la víctima sufría un 
lucro cesante derivado de una reducción de su capacidad de trabajo, se tiene como una 
fórmula patrimonialista que se entiende como un capital que resarce pecuniariamente, 
criterio ajeno a naturaleza del derecho a la salud y al daño a la salud, que posee como 
propósito conservar la posición socio-económica del afectado. 
 
El daño biológico es definido como aquellas situaciones de la persona que 
involucran cualquier lesión física, perdida de funcionalidad de un órgano, trastornos 






Anota el citado autor, que el daño biológico en cuanto a su reparación se 
fundamenta más en los derechos e intereses vulnerados que en la lesión en sí misma 
considerada, se tiene en cuenta más la importancia social y jurídica de los intereses 
perjudicados.    
 
Jurisprudencialmente se ha reconocido “el daño a la vida de relación” el cual puede 
encontrar su razón en la lesión física como en cualquier otro bien de la personalidad como 
la reputación, este daño guarda cierta similitud con el daño biológico, sin embargo, no 
garantiza los mismos derechos dado que atiende a contextos que tergiversan la vida de la 
relación de la víctima. Igualmente, se hace un contraste entre el perjuicio de tipo biológico, 
al de daño moral y el daño existencial.  
 
El daño biológico y el daño existencial guardan cierta similitud en el sentido que 
consagra una lesión constitucional, el primero a la salud y orbita sicofísica del individuo y 
el segundo a los valores, derechos e intereses constitucionalmente protegidos de la persona 
(tranquilidad, seguridad, condiciones de existencia etc.). (Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Expediente 19031, 2011).    
      
A la hora de indemnizarse el daño a la salud se revisan los derechos e intereses de la 
víctima que fueron conculcados, no sólo se revisa la lesión ocasionada, además se le da más 
importancia a los intereses conculcados (Rozo, 2002).    
    
            En el derecho italiano se pregona que se debe reparar el daño a la persona en su 
integridad, comprende “todo perjuicio a la persona que tenga una repercusión en su vida 
fisiológica, social, sus placeres, estético, etc., se indemniza independientemente de la 
pérdida de capacidad de trabajo e ingresos.” (Rozo, 2002), es decir, debe existir una 











CAPÍTULO 2: El daño a la salud y la forma de indemnización en la jurisdicción 
contenciosa administrativo. 
 
2.1. Consideraciones sobre el derecho a la salud y el daño causado 
 
Se parte por indicar que la salud, en un Estado Social de Derecho es un derecho 
fundamental por ser universal, irrenunciable, inherente a la persona humana, integral e 
integrador, determinante en la materialización de una vida digna y vital que a la vez lleva  
consigo libertades y derechos (Corte Constitucional, Sala Plena, expediente D-6122-6123-
6124 de 2012).  
 
Como lo ha señalado la Corte Constitucional en sentencia T-760 de 2008 donde se 
reconoce al “derecho a la salud” como un derecho de carácter fundamental, éste implica la 
garantía real a gozar de un estado físico, mental, emocional y social que permita al ser 
humano desarrollar en forma digna y al máximo sus potencialidades en bien de sí mismo, 
de su familia y de la colectividad en general (Corte Constitucional, Sala Segunda de 
Revisión, expediente T- 12812479, 2008). 
 
De otro lado, la ley Estatutaria No. 1751 de 2015 por medio de la cual se regula el 
derecho fundamental a la salud, estableció en su artículo 5º., como obligaciones del Estado 
con respecto a este derecho fundamental:  
 
Artículo 5°. Obligaciones del Estado. El Estado es responsable de respetar, 
proteger y garantizar el goce efectivo del derecho fundamental a la salud; para ello 
deberá: 
a) Abstenerse de afectar directa o indirectamente en el disfrute del 
derecho fundamental a la salud, de adoptar decisiones que lleven al deterioro de la 
salud de la población y de realizar cualquier acción u omisión que pueda resultar en 





g)  Realizar el seguimiento continuo de la evolución de las condiciones de 
salud de la población a lo largo del ciclo de vida de las personas; 
h) Realizar evaluaciones sobre los resultados de goce efectivo del derecho 
fundamental a la salud, en función de sus principios y sobre la forma como 
el sistema avanza de manera razonable y progresiva en la garantía al derecho 
fundamental de salud. 
(…) 
 
El derecho a la salud al interior del ordenamiento colombiano y según lo establece 
la Organización Mundial de la Salud, consiste en: “la salud es un estado de 
completo bienestar físico, mental y social y no solamente la ausencia de afecciones 
o enfermedades (…) el goce del grado máximo de salud que se pueda lograr es uno 
de los derechos fundamentales de todo ser humano.” (Corte Constitucional, Sala 
Novena de Revisión, expediente T-2892164, 2011). 
 
El Consejo de Estado Colombiano ha contemplado este derecho como autónomo, 
ante la necesidad de garantizar al individuo una vida en condiciones dignas, y más teniendo 
en cuenta que la salud es un derecho indispensable e indisponible para el ejercicio de las 
demás garantías fundamentales (Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión, expediente 
T-2892164, 2011). 
 
En providencia T-659 de 2003 se señaló que “la salud no equivale únicamente a un 
estado de bienestar físico o funcional, sino que incluye también el bienestar psíquico, 
emocional y social de las personas, así como que todos esos aspectos contribuyen a 
configurar una vida de calidad e inciden fuertemente en el desarrollo integral del ser 
humano.” (Corte Constitucional, Sala Segunda de Revisión, Expediente T-751276, 2003). 
 
Incluye el derecho a la salud algunos elementos que han sido denominados facetas 
por la providencia T- 548 de 2011, así: “una faceta preventiva dirigida a evitar que se 




enfermedad y una faceta mitigadora orientada a amortiguar los efectos negativos de la 
enfermedad. En este último caso, ya no se busca una recuperación pues ésta no se puede 
lograr. Se trata, más bien, de atenuar, en lo posible, las dolencias físicas que ella produce y 
de contribuir, también en la medida de lo factible, al bienestar psíquico, emocional y social 
del afectado con la enfermedad” (Corte Constitucional, Sala Octava de Revisión, 
expediente T-2877406, 2011).  
 
Establecen doctrinantes como Edgar Cortes (2009), que el estado de salud 
corresponde a una eficiencia normal de la integridad física y psicológica y que su 
detrimento corresponde a un contexto de decadencia de carácter permanente o transitorio de 
las situaciones normales del modo de ser de la persona y que se refleja en una alteración de 
los actos ordinarios o normales de la existencia misma del sujeto víctima.  
 
Así las cosas, y dada la importancia de este derecho como fundamental, se vuelve 
en este momento histórico, de gran transcendencia e importancia estudiar la forma de 
indemnizarlo en caso de que se le cause un daño producto de una acción u omisión del 
Estado.  
 
Establece Gil (2012), que una tipología del daño debe partir de proteger los bienes 
jurídicos que se reconocen desde la carta iusfundamental y garantizar ciertos aspectos 
teóricos y prácticos, a saber: 
 
“i)se repara o compensa el daño en sí mismo, y para ello es preciso verificar 
la gravedad de la afectación al respectivo interés legítimo (v.gr. la salud, la honra, la 
libertad, etc.), ii) se produce una constitucionalización del derecho de la 
responsabilidad, en donde no se indemnizan perjuicios existenciales o derivados de 
la vida social o relacional del sujeto, sino los vinculados a derechos 
constitucionales, iii) comoquiera que la tipología del daño inmaterial se concentra 
en algunos de los derechos reconocidos a nivel constitucional, la labor de establecer 




no objetivables- con apoyo en el arbitrio iuris y las pautas fijadas en la 
jurisprudencia.” 
 
Se señala por el Consejo de Estado, que “el concepto de salud comprende diversas 
esferas de la persona, razón por la que no sólo está circunscrito a la interna, sino que 
comprende aspectos físicos y psíquicos, por lo que su evaluación será mucho más sencilla 
puesto que ante lesión igual corresponderá una indemnización idéntica”. (Consejo de 
Estado, Sección Tercera, Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 19031, 2014). 
 
Se entiende entonces que el daño a la salud es una afectación que va más allá de lo 
físico y altera también el fuero interno de la víctima, este último debiéndose probar para 
que se pueda indemnizar. 
 
Se consagra el daño a la salud como “un daño de corte integrador que se encuentra 
representado por la lesión en la función vital de la persona, permitiendo con su 
indemnización dos situaciones: i) la expresión de los principios de dignidad, de igualdad y 
solidaridad; ii) afirmar que, a idéntica lesión, idéntico resarcimiento, sin perjuicio de un 
ajuste personalizado” (Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, expediente 19031, 2014). 
 
El concepto de daño a la salud siempre será alusivo al menoscabo de la integridad 
de los dos planos, esto es, tanto físico y psicológico del sujeto por un hecho dañoso de la 
Administración Pública y su indemnización siempre estará encaminada a cubrir de manera 
integral no sólo la alteración de la unidad física sino de las consecuencias que se acarrean 
por el daño. 
 
Según las nuevas tendencias jurisprudenciales surgidas a partir del año 2011, la 
indemnización de este daño sería comprensiva de otros daños tales como la apariencia, “el 
sexual, el psicológico, entre otros, sin que exista la necesidad de extender o dispersar la 




no patrimonial.” (Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, expediente 19031, 2011). 
 
Se trata de un perjuicio inmaterial entendido como aquellos quebrantamientos a 
bienes que no tienen un contenido económico o no son susceptibles de una valoración 
patrimonial en términos precisos y objetivos, pero al ser bienes jurídicos, deben ser 
protegidos por el ordenamiento, y una vez verificado que existe un menoscabo en la 
facultad de ejercerlos plenamente, deben ser indemnizados. 
 
De particular importancia se vuelve la protección del bien a la salud no sólo como 
un derecho de interés para la comunidad sino como un derecho fundamental del individuo, 
prioritario y absoluto, como un bien y un valor personal (Cortes, 2009).    
 
Según la jurisprudencia, se busca que un daño a este derecho sea reparado de una 
manera integral lo que guarda una exigencia mayor para su concreción en un sistema que 
respeta las obligaciones y mandatos de optimización de rango constitucional, tal como lo 
son la igualdad y la dignidad humana, “sin que sea viable trasladar a la víctima la 
consideración o la acreditación de que considere el derecho a la salud como un valor en sí 
mismo.”  
  
Jurisprudencialmente, los elementos básicos del menoscabo a la salud son dos: “i) 
responde a la necesidad de proteger una esfera mínima y esencial del individuo que se 
identificó, en un primer momento, en su integridad psicofísica, y; ii) se considera al bien 
jurídico de la salud como un valor en sí mismo”, que hace que su tratamiento sea autónomo 
frente a la posición o rol que juega la víctima, a su patrimonio o a su capacidad de generar 
beneficios cuantificables en dinero.  
 
El daño a la salud, también denominado por los doctrinarios e interpretado por 
medio de la interpretación judicial francesa como el daño corporal o fisiológico, y en Italia 
como la afectación biológica, aparece jurisprudencialmente frente a la preocupación de no 




generara un abanico de perjuicios que pudiera afectar “los principios de reparación integral 
y la prohibición de enriquecimiento sin causa.” (Gil, 2012). 
 
Indica Cortes (200), que lo que se pretende con la indemnización del “daño a la 
salud” es lograr una reparación integral del daño a este derecho y tutelar “la salud como 
interés de la comunidad y como derecho fundamental del individuo, pues se configura 
como un derecho primario y absoluto”, de manera que el menoscabo de la integridad 
psicofísica de la persona lesionada constituya un daño integralmente resarcible. 
 
La reparación del daño a la salud, que incluye la valoración y su liquidación, debe 
ser diferente a una valoración basada en el patrimonio de la víctima, es decir, sin tener en 
cuenta si ésta tuvo o no la posibilidad de ejecutar alguna actividad económica, lo que indica 
que el resarcimiento de este tipo de daño corresponde a quienes hubieren padecido una 
lesión corporal por responsabilidad de otro, sin tener en cuenta el rédito de la persona sino 
que se considera como resarcible el bien salud en sí mismo (Cortés, 2009).  
 
Señala este autor, que el daño a la salud es unitario, no puede ser fraccionable, y no 
tiene en cuenta la fuente que lo produjo, ya que lo que importa es la protección de la 
dignidad humana del afectado, y se interesa por resaltar los aspectos de la vida que fueron 
vulnerados, es decir el menoscabo anatómico-funcional que modifica las condiciones 
preexistentes y de forma negativa la esfera individual. 
 
Igualmente, se indica que es unitario por cuanto logra reunir los otros tipos de daños 
que antes eran considerados autónomos, tales como el daño a la vida de relación o el daño a 
las condiciones de existencia, que pretendían otorgar una reparación a los varios aspectos 
de la persona.  
 
Ahora, la reparación del daño a la salud, adquiere relevancia y soporte jurídico bajo 
el precepto constitucional de la dignidad humana, pues este daño se considera como un 
daño primario o prioritario que se establece como aduce Cortés (2009) del “valor hombre”, 




obligatorio considerar a la víctima bajo la naturaleza de ser humano, resaltando las lesiones 
sufridas en su derecho a la salud, tal como lo han establecido los estándares nacionales 
como internacionales. 
 
Así las cosas, una vez conceptualizado el concepto de salud como un derecho 
fundamental que en caso de ser dañado debe ser reparado, se debe reiterar que el Consejo 
de Estado acogió este concepto tal como se vio en el capítulo anterior, bajo un proceso de 
cambios en la denominación, así que antes de 2011, se indemnizaba no el daño a la salud, 
sino que se hablaba de “daño a la vida de relación o perjuicio fisiológico o daño grave a las 
condiciones de existencia”. 
 
Fue a partir de las sentencias de unificación denominadas como gemelas, en el año 
2011, que se introduce en Colombia la definición de daño a la salud, recogido 
posteriormente en las sentencias de unificación del año 2014 proferidas por el Consejo de 
Estado y conocidas como unificadoras, las cuales crean criterios de homogeneidad para su 
indemnización.  
 
Frente a lo que comprende la indemnización de este daño,  las citadas sentencias del 
Consejo de Estado han indicado que no se pretende colocar valor a los órganos funcionales 
del cuerpo humano, lo que se busca es garantizar un resarcimiento de un derecho 
constitucional, derecho que se ve altamente comprometido por la responsabilidad 
patrimonial del Estado (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
expediente 22163, 2012) , y esto se logra resarciendo el daño causado en la integridad 
psicofísica del sujeto, en la modificación o alteración de su unidad corporal y en las 
consecuencias que esto genera, por lo que sería comprensivo de otros daños como el 
estético, el motor, el sexual, el psicológico, entre otros, que se incluyen de manera implícita 
en esta categoría con el fin de no repararlos en categorías autónomas e independientes. 
(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 19031, 2011). 
 
Se indica que, con el marco conceptual de perjuicios fisiológicos, daño a la vida de 




la indemnización, aunado esto al hecho de la falta de limitación de los valores a 
indemnizar, lo que generaba que la forma en que se establecían las cuantías de reparación 
de este tipo de daño extrapatrimonial correspondieran a un criterio exclusivamente del juez, 
de acuerdo a las condiciones de cada caso. 
 
Se considera que, para la tasación de los perjuicios por daños inmateriales, el 
Consejo de Estado no había generado unas reglas matemáticas sino que por el contrario 
debían ser valorados conforme con las situaciones particulares de cada caso, y cuya 
tasación la realizaba el juez a su razonable juicio, de acuerdo con las pruebas que reposaren 
en el expediente, empleando el arbitrio judicial.  
 
“El juez tiene un arbitrio judicial en la apreciación del grado de dolor 
producido por los perjuicios de orden fisiológico –hoy llamados alteraciones graves 
de las condiciones de existencia-, tal como ocurre con los perjuicios de orden moral. 
Dicho arbitrio judicial debe ser ejercido de acuerdo con los lineamientos de la 
jurisprudencia de la Sala, los cuales… descartan toda fórmula mecánica o 
matemática y antes ilustran que esa decisión debe considerar las circunstancias que 
rodearon los hechos y enmarcarse por los principios de razonabilidad” (Consejo de 
Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 7.445, 1994). 
 
Como se puede apreciar, para la tasación de los daños inmateriales existía una amplia 
discrecionalidad judicial. 
  
En Sentencia del Consejo de Estado No. 28792 del 6 de septiembre de 2001, 
expedientes: 13.232 y 15.646 (acumulados), se indica sobre la discrecionalidad del juez al 
momento de indemnizar el daño, lo siguiente:  
 
“En efecto, la suma establecida no se ajustará nunca al monto exacto del 
perjuicio, pero buscará, de alguna manera, restablecer el equilibrio roto con su 
ocurrencia. Se impone al juez, entonces, el ejercicio de una cierta discrecionalidad, 




probanzas que, en el proceso, obren sobre la existencia del perjuicio y su intensidad. 
No se trata, en efecto, de una facultad arbitraria; por ello, en su desarrollo, debe 
buscarse también la garantía del principio de igualdad, lo que hace necesaria la 
comparación de la situación debatida con otras ya decididas, con fundamento en el 
análisis de los diferentes aspectos que determinan aquélla y éstas, dentro de los 
cuales deberá tomarse en cuenta, por supuesto, el valor real de la indemnización”. 
(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, expedientes 13232 y 
15646, 2001). 
  
Se podría entonces indicar que antes del año 2011, no se establecían topes ni 
criterios de indemnización para este tipo de daños extrapatrimoniales “daño a la vida de 
relación o alteración grave a las condiciones de existencia”, lo que podría en últimas 
conllevar a una reparación no acorde con los principios de dignidad e igualdad material.  
 
Milagros Koteich (2012), afirma que para la fecha el Consejo de Estado no tenía 
referencia sobre pronunciamientos en los cuales se hubieren establecido topes para la 
afectación a la salud, cosa que sí sucedió para el pretium doloris, el cual en los casos más 
graves como un estándar se había concedido, como máximo, 400 salarios mínimos legales 
mensuales.  
 
Sostiene Gómez (2003) que la inexistencia de topes indemnizatorios para los 
perjuicios extrapatrimoniales obedecía a que la jurisprudencia consideraba que estos 
podrían resultar inapropiados a la luz del artículo 16 de la Ley 446 de 1998, el cual señala:  
 
“Artículo 16. Valoración de daños. Dentro de cualquier proceso que se surta 
ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y 
a las cosas atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los 
criterios técnicos actuariales.” 
 
Se debe indicar que el Consejo de Estado ha realizado variados pronunciamientos 




fisiológicos”, “daños a la vida de relación” y “alteraciones graves a las condiciones de 
existencia”, y en cada caso ha reconocido indemnizaciones diversas, teniendo en cuenta las 
condiciones particulares de cada caso y a los criterios de razonabilidad que aplique el juez 
para su solución (Gil 2012). 
 
Ahora a partir del año 2011 aparecen las sentencias gemelas de unificación 
(Expedientes 38222 y 19031), conocidas así en la doctrina y en el entorno académico, por 
ser expedidas el mismo día,  por el mismo magistrado y sobre el mismo asunto, y 
constituyen un avance jurisprudencial por introducir una nueva clasificación de daño 
inmaterial denominado daño a la salud,  en un esfuerzo por unificar a  través de este 
concepto la forma de indemnizar las lesiones psicofísicas causadas a la persona por la 
acción o la omisión del Estado, creando determinaciones frente al resarcimiento de los 
menoscabos inmateriales y modelos para la liquidación de este tipo de daños.  
 
Con estas sentencias se pretende sistematizar “el daño inmaterial  que resulta 
aplicable a los supuestos en los cuales el Estado sea responsable por daños que afecten el 
bienestar físico, psíquico, familiar o social del ser humano” ( Gil 2012), se acoge la noción 
de "daño a la salud", por considerarse adecuada para lograr una reparación integral de la 
afectación relativa a la actividad psicofísica de la persona, sin tener en consideración 
aspectos de difícil prueba y que pueden conllevar a un trato desigual y discriminatorio por 
no tener certeza sobre el contenido y alcance del perjuicio indemnizable. 
 
2.2. Sentencias gemelas de unificación: base del daño a la salud (Expedientes 19.0311 y 
38.2222). 
                                                                 
1 En esta demanda se pretende indemnización de perjuicios por los siguientes hechos: “el señor Antonio José Vigoya Giraldo, se 
encontraba prestando el servicio miliar en la base La Marconio, Repetidora de Yarumal, y como quiera que se trataba de una “zona roja”, 
sus alrededores fueron minados por las tropas. El día de los hechos, el soldado Vigoya Giraldo solicitó permiso para  ir  a  la  le t r ina,  y  
cuando se dirigió a la misma hizo contacto con una mina, lo que le ocasionó heridas de gravedad, perdiendo su pierna derecha. El 
Tribunal negó las pretensiones de la demanda, al considerar que Antonio José Vigoya fue sometido a un riesgo inherente a la  a ct ividad 
que desempeñaba, pues estaba advertido de la existencia de las minas alrededor de la base militar. En segunda instancia se considera que 
el daño antijurídico es imputable a la demandada a título de falla del servicio, ya que en el proceso se encuentra probado el  
comportamiento negligente de la entidad frente a la obligación de protección y seguridad que debía brindar al personal militar, más aún si 
se trataba de un soldado conscripto, cuya voluntad se encuentra sometida por la administración pública, y que, por lo tanto, no tiene un a 
libre elección en la prestación o no del deber impuesto. Se considera que el daño a la salud posibilita su reparación co nsiderado en  sí 
mismo, sin concentrarse de manera exclusiva y principal en las manifestaciones externas, relacionales o  so ciales que desen cad en e,  
circunstancia por la cual este daño, gana concreción y objetividad en donde las categorías abiertas la pierden y, p or  lo  tanto , p ermite  
garantizar los principios constitucionales de dignidad humana y de igualdad material. Por lo anterior, y de conformidad con el acta de la  





Se tienen bajo esta categoría las sentencias del catorce (14) de septiembre de dos 
mil once (2011), bajo los números de expediente 19.031, 38.322 C.P. Enrique Gil Botero. 
 
Se debe recordar que en el sistema jurídico colombiano la ley es la única fuente de 
derecho y el papel que se asigna a la jurisprudencia es de un  criterio auxiliar tal como lo 
indica el art. 230 de la Constitución Política, sin embargo tal situación ha cambiado  como 
consecuencia de las diferentes sentencias de la Corte Constitucional y con la expedición de 
las leyes 1395 de 2010 “Por la cual se adoptan medidas en materia de descongestión 
judicial” y 1437 de 2011 “Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo”, a tal punto que se ha entronizado la jurisprudencia como verdadera fuente 
del derecho y se ha considerado el precedente jurisprudencial como obligatorio 
(Hoyos,2013).   
 
                                                                                                                                                                                                      
Vigoya Giraldo, se hace evidente el daño a la salud, por el cual se le reconocerá por este concepto el valor  de  4 0 0 salar ios m ín imos 
legales mensuales vigentes. En otros términos, un daño a la salud desplaza por completo a las demás categorías de daño inmaterial como  
lo son la alteración grave a las condiciones de existencia -antes denominado daño a la vida de relación– precisamente porque cuan do  la  
lesión antijurídica tiene su génesis en una afectación negativa del estado de salud.” 
2
 Se presenta esta demanda “con ocasión de las lesiones de que fuera víctima Fabián Andrés Mejía Arias,  en hechos acaecidos el 1 0  de 
octubre de en jurisdicción del municipio de Remedios Antioquia, cuando servía como soldado regular del Ejército Nacional. En 
desarrollo de una operación militar –ocultándose de la guerrilla que se encuentra radicada en esa zona– se enredó en la  m aleza y  p a ra 
evitar caer al vacío se apoyó en una piedra húmeda que hizo que se resbalara y cayera rodando a un voladero de aproximadamente diez o 
doce metros. Quedó afectado con una lesión de por vida como es el dolor frecuente en la columna y la rodilla derecha, lo que afect a su 
actividad motriz. Considera el Consejo de Estado que el daño a la vida de relación o la alteración a las condiciones  de ex is t encia   n o   
pueden  comprender,  de  ninguna  forma,  el daño  a  la  salud comúnmente conocido como perjuicio fisiológico  o  bio lógico – co mo 
quiera que este último  está  encaminado  a  la  reparación  de  cualquier  lesión  o  afectación  a  la integridad psicofísica.  Así las cosas.  
Se considera que yerra  el  a  quo  al  señalar  que  el  daño a  la  vida  de  relación  está integrado por: i) el perjuicio fisio lógico,  ii)  e l 
daño a la vida de relación sexual, iii) el daño a la vida de relación social, iv) el daño a la vida de relación familiar y v)  el daño est ético . 
Considera esta instancia que el daño a la salud  desplaza  por  completo  a  las  demás categorías de daño in m ater ia l com o lo  so n la  
alteración grave a las condiciones de existencia  -antes denominado daño a la vida de relación– precisamente porque cuando  la  lesió n  
antijurídica tiene su génesis en una afectación negativa del estado de salud, los únicos perjuicios inmateriales que hay  lugar a reconocer 
son el daño moral y el daño a la salud. Se considera  que  no  es  procedente  indemnizar  de  forma  individual  cada  afectación corporal 
o social que se deriva del daño a la salud, como lo hizo el tribunal de primera  instancia,  sino  que  el  daño  a  la  salud  se  repara   co n   
base  en  dos componentes: i) uno objetivo determinado con base en  el porcentaje de invalidez decretado  y  ii)  un o   subjet iv o ,  que  
permitirá  incrementar  en  una  determinada proporción  el  primer  valor,  de  conformidad  con  las  consecuen cias  p artic ulares  y  
específicas de cada persona lesionada. En consecuencia, la tipología del perjuicio inmaterial se puede sistematizar de la siguiente 
manera: i) perjuicio moral; ii) daño a la salud (perjuicio fisiológico o biológico); iii) cualquier otro bien, derecho  o  in terés legítim o 
constitucional, jurídicamente tutelado que no esté comprendido dentro del concepto de “daño corporal o  afectació n a  la  in t egr idad 
psicofísica” y que merezca una valoración e indemnización a través de las tipologías tradicionales como el daño a la vida de relación o la 
alteración grave a las condiciones de existencia o mediante el reconocimiento individual o autónomo del daño (v.gr. el derecho al buen  
nombre, al honor o a la honra; el derecho a tener una familia, entre otros), siempre que esté acreditada en el proceso su con creción y sea 
preciso su resarcimiento, de conformidad con los lineamientos que fije en su momento esta Corporación. Se reconocer por concepto  de 
daño a  la  salud  la  suma  de  200  SMMLV.”, por cuanto en la sentencia de primera instancia en el encabezado denominado “Perjuicios 
a la vida de relación” se dijo reconocer 250 SMMLV, pero al sumar los rubros que integraban el mismo (daño fisiológico, daño a la vida 




Así las cosas, las sentencias de unificación del Consejo de Estado adquieren gran 
transcendencia e importancia como fuente de derecho, por eso es de gran importancia su 
estudio detallado y minucioso, más aún cuando se trata del tema del daño a un derecho 
fundamental como el de la salud.  
     
Se indica en estas sentencias que “el  daño a la vida de relación o la alteración a las 
condiciones de existencia no comprende el daño a la salud que se conoce como perjuicio 
fisiológico o biológico– ya que este último está encaminado a la reparación de cualquier 
lesión o afectación a la integridad psicofísica”, así que se determina, que yerran las 
sentencias en donde se indica que el daño fisiológico o daño a la salud está incluido dentro 
de la categoría daño a la vida de relación y que este a su vez está integrado por: “i) el 
perjuicio fisiológico, ii) el daño a la vida de relación sexual, iii) el daño a la vida de 
relación social, iv) el daño a la vida de relación familiar y v) el daño estético.” 
 
Plantea la corporación que, con la implementación de daños abiertos, como los de 
“daño a la vida de relación” de origen italiano y “alteración a las condiciones de existencia” 
de origen Francés, lo que se permite es la vulneración en cierta medida de aquellos 
principios de igualdad, de dignidad humana y que se descarta la reparación del daño a la 
persona en su integridad física, corporal o psíquica en sí misma.  
 
Se agrega que “los daños a la vida de relación o a la alteración de las condiciones de 
existencia, no sirven de instrumento para obtener la reparación del daño a la salud, es decir, 
son improcedentes para reparar las lesiones a la integridad psicofísica en razón a que  
parten de confrontar, la esfera individual con la externa o social; lo que conllevó a que 
fuera considerado en Italia como un daño subjetivo, inequitativo e desigualitario –dado que 
una persona puede tener una vida social o relacional más activa que otra, sin que eso 
suponga que deba indemnizarse diferente el daño”. (Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Expediente 38.222).  
 
Se indica que los anteriores conceptos como “el daño a la vida de relación o el de 




no sólo las lesiones o daños a la integridad psicofísica, sino cualquier lesión a bienes 
derechos o intereses legítimos diversos a la unidad corporal del sujeto, como la honra, el 
buen nombre, el daño al proyecto de vida digna, etc., pero no se concretan a la unidad 
corporal del sujeto.  
 
Hasta ahora se reconoce la noción de perjuicio fisiológico o daño a la salud, pero se 
encuentra incluido en la clasificación de “alteración a las condiciones de existencia”, lo que 
según el Consejo de Estado genera un problema hermenéutico que termina por vulnerar la 
reparación del daño a la salud como un derecho autónomo (Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Expediente 38.222).  
 
Mirar las anteriores categorías de manera similar o idéntica, limita valorar el daño a 
la salud en términos de objetividad material, por cuanto no solo se indemniza la integridad 
psicofísica del sujeto “daño evento” sino las consecuencias que este produce a nivel interno 
“alteración a las condiciones de existencia” y externo o relacional “daño a la vida de 
relación”.  
 
En las mencionadas sentencias gemelas, se establece que, con el concepto de “daño 
a la salud” de la persona, que proviene de un daño a la integridad psicofísica se alivia la 
discusión hasta ahora planteada, por cuanto reduce en una categoría los ámbitos físico, 
psicológico, sexual entre otros. 
 
Siempre que se produzca el daño a la salud, es necesario establecer el grado de 
afectación al derecho fundamental a la salud contenido en la Constitución Política de 
Colombia, para poder determinar una compensación por este concepto sin que sea 
procedente el reconocimiento o declaración de otro tipo de daños y sin que se tengan en 
cuenta categorías abiertas que distorsionen el modelo de reparación integral.  
 
Se rescata el daño a la salud en su concepto originario, esto, es, el que se refiere a la 
afectación o limitación a la integridad de la esfera psicofísica de la persona, a una 





“El  daño a la salud gana claridad, exactitud y equidad donde los precisados 
perjuicios la pierden, puesto que siempre está referido a la afectación de la integridad 
psicofísica del sujeto, y está encaminado a cubrir no sólo la modificación de la unidad 
corporal sino las consecuencias que las mismas generan, razón por la que, sería 
comprensivo de otros daños como el estético, el sexual, el psicológico, entre otros,” sin que 
exista la necesidad de extender a otro tipo de perjuicios, teniendo en cuenta además que “el 
sistema indemnizatorio  de Colombia está delimitado y no puede dar lugar a que se abra 
una multiplicidad de categorías resarcitorias que ponga en la cuerda floja la estabilidad 
presupuestal.” (Gil 2012). 
 
En ese sentido, el Consejo de Estado ha indicado que “cuando el daño antijurídico 
se configura en una afectación psicofísica de la persona, este debe categorizarse de manera 
autónoma y desplazar otras denominaciones o tipos de perjuicios abiertos empleados en 
otros ámbitos y así poder logar una reparación efectiva y objetiva del daño causado por una 
lesión al derecho constitucional y fundamental a la salud” (Consejo de Estado - Sala de lo 
Contencioso Administrativo, expediente 38222). 
Así la situación,  la concepción de daño a la salud, es un menoscabo de carácter 
inmaterial  que se diferencia del moral y, puede ser solicitado y declarado en los casos en 
que el daño provenga de una lesión corporal, “pues no tiene como propósito el 
restablecimiento de la pérdida patrimonial, ni a la compensación por la aflicción o el 
padecimiento que se genera con aquél, se direcciona a  resarcir económicamente una lesión 
a la unidad corporal de la persona, entendida como la afectación del derecho a la salud.” 
(Gil 2012). 
 
Hasta aquí, se puede indicar que la máxima Corporación de lo Contencioso 
Administrativa establece para el año 2011 que el daño a la salud comprende toda la esfera 
psicofísica del sujeto, y que la tipología del perjuicio inmaterial se clasifica así: 
  
i) “Perjuicio moral; ii) daño a la salud (perjuicio fisiológico o 




jurídicamente tutelado que no esté comprendido dentro del concepto de daño 
corporal o afectación a la integridad psicofísica y que merezca una valoración e 
indemnización a través de las tipologías tradicionales como el daño a la vida de 
relación o la alteración grave a las condiciones de existencia o mediante el 
reconocimiento individual o autónomo del daño (v.gr. el derecho al buen nombre, al 
honor o a la honra; el derecho a tener una familia, entre otros), siempre que esté 
acreditada en el proceso su concreción y sea preciso su resarcimiento, de 
conformidad con los lineamientos que fije en su momento esta Corporación”. 
(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 38.222, 
2011). 
 
El daño a la salud se perfila como una afectación psicofísica de la persona, se 
entiende como una clasificación autónoma y, por lo tanto, tiende a desplazar por completo 
aquellas denominaciones o tipos de perjuicios de carácter abierto, considerándose un 
avance importante que genera la reparación integral del derecho fundamental a la salud, el 
cual tiene protección y garantía a nivel constitucional como en el plano supranacional. 
Con esto, el “daño a la salud” resulta unitario en la medida en que el perjuicio 
comprende tanto lo físico como lo psíquico, haciendo alusión a una unidad biológica que, 
de una u otra manera, produce una disminución corporal y funcional del ser humano y su 
indemnización corresponde exclusivamente al perjuicio causado a la integridad de la 
persona independientemente de sus condiciones externas. 
De acuerdo con lo que se ha venido señalando, es necesario revisar los criterios o 
factores empleados por el Consejo de Estado a través de las sentencias gemelas de 
unificación del año 2011, a efectos de indemnizar el perjuicio causado a la integridad 
psicofísica de la persona, criterios que posteriormente fueron complementados por las 
sentencias de Unificación proferidas por el Consejo de Estado proferidas en el año 2014.   
 
2.2.1. Criterios de indemnización del daño a la salud establecidos en las sentencias 





Comencemos por indicar que, en las citadas sentencias, se hace referencia a los 
criterios objetivos y subjetivos de indemnización del daño a la salud y que se hace la 
diferencia entre el concepto estático y dinámico de los perjuicios derivados de este daño.  
 
Estos conceptos hacen relación a dos componentes mantenidos en la línea del 
Consejo de Estado denominados “componente objetivo” y “componente subjetivo”, y sobre 
los cuales se ha indicado por esta corporación:  
 
“El daño a la salud se repara con base en dos componentes: i) uno objetivo 
o estático determinado con base en el porcentaje de invalidez decretado y ii) uno 
subjetivo, que permitirá incrementar en una determinada proporción el primer 
valor, de conformidad con las consecuencias particulares y específicas de cada 
persona lesionada.” (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, 
expediente 38.222, 2011). 
 
Los anteriores componentes al igual que la distinción de las categorías de daños 
inmateriales, satisfacen la necesidad de estructurar un criterio de reparación que se 
encuentre fundamentado en los pilares de la igualdad y objetividad, para satisfacer aquella 
máxima que indica “a igual daño, igual indemnización” y de otra parte haciendo referencia 
a las particularidades del caso concreto (Gil, 2012). 
 
Así las cosas, pareciera que el imperante arbitrio iuris se desplaza por un criterio 
objetivo para así poder dar aplicación al artículo 16 de la Ley 446 de 1998, teniendo en 
cuenta que en palabras de la Corte Constitucional “el resarcimiento, debe guardar 
correspondencia directa con la magnitud del daño causado, más no puede superar ese 





Estas sentencias gemelas del 2011 fueron interpretadas y complementadas en cuanto 
a los mecanismos para liquidar el daño a la salud, por la sentencia del Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 22.163, 20123, en la cual se indicó:  
 
“El concepto estático tiene en cuenta la edad de la víctima y la gravedad de la 
lesión, y busca garantizar la máxima de a igual afectación a la integridad psicofísica, 
debe corresponder una idéntica o similar compensación del perjuicio causado, para, a 
través de una regla de tres, definir su valor. El concepto dinámico por otra parte tiene 
en cuenta las particularidades que el perjuicio implica para el afectado y tiene como 
resultado que el juez aumenta la indemnización del factor objetivo del daño a la 
salud”. (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 
22.163, 2012). 
 
Sobre el límite indemnizatorio se indicó: 
 
1. “En el ámbito o aspecto objetivo o estático del daño a la salud, se 
tendrá en cuenta la edad de la víctima y la gravedad de la lesión, lo cual permitirá 
emplear la regla de tres, al tener en cuenta que a la mayor incapacidad corresponde 
un valor máximo de cuatrocientos salarios mínimos mensuales vigentes, como lo ha 
hecho la jurisprudencia de tiempo atrás de manera uniforme”. 
 
2. “En cuanto al contenido dinámico del daño a la salud, esto, es las 
particularidades o especificidades que ese perjuicio significa para cada víctima en 
particular (v.gr. no es lo mismo la pérdida de una mano para alguien que tiene como 
“hobbie” ir a cine, frente a alguien cuyo esparcimiento lo obtiene de tocar el piano o 
pintar cuadros), en este tipo de eventos, en los que la persona logre acreditar unas 
consecuencias particulares que harían más gravosa su condición al resultar afectado 
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 “Los hechos de la demanda consisten en que paciente de tres años y medio de edad, presenta pérdida de la visión por ambos ojos y cuya 
causa se atribuye a las dificultades tenidas durante el parto atendido en el Hospital San Juan de Dios de Rionegro, el 21 de noviembre de 
1991. En el caso concreto, se encuentra probado únicamente el aspecto estático del daño a la salud, puesto que se afectó de manera grave 
la integridad psicofísica del niño Juan Guillermo González Ospina. Así las cosas, al tener en cuenta la edad del menor al momento en que 
éste fue irrogado (recién nacido) y la gravedad de la lesión (80%), habrá de reconocer un valor  de cuat rocien tos salar ios m ín imos 





en su integridad psicofísica, el juez podrá incrementar, con base en el arbitrio juris, 
la indemnización correspondiente al factor objetivo del daño a la salud. No obstante, 
se reitera, no se podrá reconocer una suma superior a 400 SMMLV, pues este es el 
tope sumado el ámbito estático y dinámico del daño a la salud- es de aclarar que no 
se trata de reparar la vida de relación, sino de reconocer un porcentaje adicional por 
circunstancias particulares gravosas”.  
 
Igualmente se señala en esta sentencia que lo que se pretende no es otorgarle un 
valor a cada órgano o función de la persona sino en garantizar una protección integral en el 
daño a la salud:  
 
“El daño a la salud, a diferencia de lo sostenido por algún sector de la 
doctrina, no pretende asignarle un valor monetario a cada órgano o función 
corporal, ya que ello sería reducir este perjuicio a una dimensión capitalista. En 
efecto, el objetivo de esta nueva categoría de perjuicio consiste, única y 
exclusivamente, en garantizar el resarcimiento de un derecho de rango 
constitucional que, en términos estadísticos, se ve altamente comprometido en los 
diversos escenarios de responsabilidad patrimonial del Estado.” (Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 22.163, 2012). 
 
Se afirma en la citada sentencia sobre las providencias gemelas del 14 de septiembre 
de 2011: 
 
“Las providencias del 14 de septiembre de 2011 (exps. 38222 y 19031), fijan 
una sistematización del daño inmaterial que resulta aplicable a los supuestos en los 
cuales el Estado sea responsable por daños que afecten el estado de bienestar físico, 
psíquico, familiar o social del ser humano. Es decir, con las sentencias referidas se 
adoptó la noción de daño a la salud, por ser apropiada para concretar la reparación 
del perjuicio relativo a las afectaciones a la integridad psicofísica de la persona, sin 
tener en cuenta aspectos de difícil acreditación y que pueden traducir o reflejar un 









También se indica:  
 
“En esa línea de pensamiento, el daño a la salud lejos de pretender cosificar 
al ser humano o de darle un contenido económico a la integralidad de la persona, 
pretende compensar o paliar, a partir de los principios del derecho de daños, los 
efectos nocivos que se desprenden de la afectación a la integridad psicofísica, con 
la garantía, prima facie, de que a una igual lesión corresponderá la misma 
satisfacción.” 
 
“En ese horizonte, el daño a la salud evita una dispersión o explosión de 
perjuicios tales como: el perjuicio fisiológico, el daño biológico, el daño estético, 
el daño sexual, el daño psicológico, entre otros, de forma tal que se reconducen 
esas manifestaciones de la persona al concepto y derecho que las engloba, esto es, 
la salud” 
 
Así las cosas, según esta sentencia, con el concepto de daño a la salud, resulta fácil 
para el operador judicial trazar o establecer la indemnización por cuanto cuando se trate de 
lesiones calificadas por el experto como graves que afecten de manera significativa la 
integridad física y la psicológica de la persona se otorga una reparación máxima de 
cuatrocientos (400) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
 
El porcentaje de invalidez o incapacidad temporal, parcial o permanente, la edad de 
la víctima, las consecuencias que de la misma se derivan a través del tiempo en “términos 
de la integridad psicofísica considerada en sí misma y las limitaciones que esa afectación 
genera en el estado general de bienestar”, serán los elementos determinantes para que el 




   
El daño a la salud tal como se viene indicando adquiere para su liquidación una 
connotación bifronte, es decir con base en un factor estático u objetivo mediante el cual se 
pretende garantizar la máxima “a igual afectación a la integridad psicofísica debe 
corresponder una idéntica o similar compensación del perjuicio”, y un factor dinámico o 
subjetivo que permite hacer realidad la igualdad material al permitírsele al juez elevar en un 
porcentaje la reparación teniendo en cuenta las particularidades de la víctima, la sana crítica 
y las reglas de la experiencia, esto supone un razonamiento judicial en materia probatoria. 
 
Con el factor dinámico no se trata de indemnizar o reparar la vida relacional o social 
de la víctima sino de reconocer un porcentaje adicional debido a situaciones particulares 
que hacen que para esa persona específica la afectación correspondiente sea más grave. 
 
Valga indicar que este modelo de liquidación del daño a la salud es ajeno a las 
ganancias o ingresos de la víctima lo cual contradice la forma tradicional de liquidar el 
daño a la persona, consistente en tener en cuenta las referencias patrimoniales de ésta y las 
desventajas económicas que se desprenden de la lesión, es decir debe liquidarse tenga o no 
el lesionado actividades productivas (Cortes, 2009).    
 
El Consejo de Estado precisa que para la liquidación del factor estático u objetivo 
del citado daño se tendrá en cuenta la calificación integral de la invalidez, que debe constar 
en el dictamen formulado por la Junta de Calificación, la cual debe especificar los tres 
criterios de clasificación de invalidez contenidos y definidos por el Decreto 917 de 1999, 
esto es, bajo los conceptos de deficiencia, discapacidad y minusvalía. 
 
El citado Decreto, correspondiente al “Manual Único para la Calificación de la 
Invalidez”, diferenció entre los porcentajes máximos de deficiencia, discapacidad y 
minusvalía y a su vez reconoció un monto indemnizatorio máximo, esto tomando en cuenta 





 “Definidos los criterios para calificar la invalidez, el dictamen debe otorgar 
unos porcentajes a cada uno de los componentes antes mencionados, cuya sumatoria 
equivale al 100% del total de la pérdida de la capacidad laboral, porcentaje al que 
necesariamente debe responder la indemnización que dentro del componente 
objetivo del daño a la salud se reconozca, para cuyo efecto se considera que en los 
casos en que la disminución de la capacidad laboral alcance el 100%, su valor 
indemnizatorio puede fijarse en la suma equivalente a 300 salarios mínimos legales 
mensuales.” 
 
El citado referente, esto es el Decreto 917 de 1999 al distribuir el porcentaje de 
incapacidad de acuerdo con los diferentes criterios de calificación de invalidez, lo realiza en 
la siguiente proporción: 
 
Criterio de calificación de 
invalidez 
Porcentaje 
Monto máximo de salarios mínimos legales 
asignados por la corporación 
Deficiencia 4 50% 150 SMLMV 
Discapacidad 5 20% 60 SMLMV 
Minusvalía6 30% 90 SMLMV 
Total, pérdida de la capacidad 
laboral 
100%  300 SMLMV 
 
Tabla 2. Distribución porcentajes de incapacidad. Elaboración propia tomada del Decreto 917 de 
1999. 
 
Establece el Consejo de Estado que “en el evento en que no repose en el material 
probatorio el dictamen emanado de la Junta de Calificación, en el que se especifiquen los 
tres criterios de clasificación de invalidez, el porcentaje que tal dictamen determine se 
imputará al rubro de Deficiencia, es decir, 150 SMLMV, en forma proporcional.” 
 
                                                                 
4
 que alude a la pérdida o anormalidad de una estructura o función fisiológica, psicológica o anatómica temporal o permanente. 
5
 es la restricción o pérdida de la capacidad para llevar a cabo cierta actividad dentro de los parámetros que se consideran no rmales a 
causa de una deficiencia 
6
 entendida como la situación desventajosa que impide o limita a la persona el desempeño de un rol, que sería normal dadas sus 




Es decir, en este momento el daño a la salud en su componente objetivo se puede 
probar a través de una constatación médica, más específicamente la lesión física o psíquica 
debe ser verificable objetivamente, el médico verifica la modificación negativa del estado 
de salud, y ésta es tenida en cuenta por el juez, con base en los principios de equidad y la 
sana crítica, es decir el grado de invalidez que se deriva del daño corporal certificado por el 
médico legista no le quita al juez su poder de apreciación( Cortes 2009).  
 
Agrega este autor que el médico legista valora la reducción de la integridad de la 
persona y la reducción de sus posibilidades para desarrollar cualquier actividad propia de la 
vida.  
   
Se establece sobre el segundo componente de indemnización, “esto es, el elemento 
subjetivo del daño a la salud, que éste permitirá incrementar, con fundamento en el material 
probatorio, la sana crítica  y las reglas de la experiencia, el quantum determinado en el 
aspecto objetivo, de manera que se atiendan las consecuencias particulares y específicas de 
cada persona lesionada, en cuyo efecto se sugiere como límite para los casos de mayor 
intensidad el equivalente a 100 SMLMV” (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, expediente No. 28.792, 2013).  Lo anterior, le da claridad al tope de la 
tasación, y establece el monto en que se puede incrementar la indemnización por el daño, 
debido al componente dinámico o subjetivo. 
 
Así las cosas, esta sentencia concluye indicando que se puede entender que al 
componente objetivo o estativo se le asigna un porcentaje mayor que al subjetivo, pues 
tiene una valoración del 75% como máximo reconocido esto es 300 SMLMV, y el 
subjetivo o dinámico se “le reconoce hasta el 25% cuando las pruebas den lugar a ello, 
ascendiendo al monto de 100 SMLMV” (Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso 
Administrativo-expediente 27155). 
     
Ahora, vale la pena indicar que, desde esta perspectiva objetiva, el arbitrio iuris en 
la liquidación del daño se limita, teniendo en cuenta que “se deberá indemnizar el perjuicio 




daño causado.”, (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 
38.222, 2014, salvamento de voto, Magistrados Stella Conto Diaz del Castillo y Danilo 
Rojas Betancourth).  
 
También, es de particular importancia lo que establece esta sentencia cuando indica 
que si bien para indemnizar el daño a la salud se acude a un factor estático y dinámico ello 
no es óbice para acudir al arbitrio judicial, así:  
 
 “Ello no es óbice para desechar la aplicación del arbitrio judicial como 
mecanismo idóneo para su tasación, en aras de buscar parámetros o criterios que 
permitan al juez, a través de la sana crítica y el análisis de los precedentes 
jurisprudenciales, fijar un sistema resarcitorio en el que el tope máximo a reconocer 
sea la suma de 400 salarios mínimos mensuales legales vigentes, para aquellos casos 
en que se presenten graves lesiones a la integridad, como por ejemplo, eventos de 
cuadriplejía o paraplejía. El arbitrio iuris siempre será necesario en cualquier 
ordenamiento jurídico puesto que el legislador no puede contemplar todas y cada 
una de las hipótesis y variables que se pueden presentar en el proceso judicial, razón 
por la cual queda un margen de maniobra a cargo del operador judicial que, lejos de 
ser catalogado como arbitrariedad, constituye un campo de discreción racional en el 
que con fundamento en las reglas de la experiencia y la sana crítica traza derroteros 
para colmar esas lagunas o vacíos que están contenidos en la ley.” 
 
En esta sentencia se falla teniendo en cuenta que el porcentaje de incapacidad 
laboral correspondió al 18%, y se consideró que el Acta de Junta del Ejército Nacional no 
discriminó entre deficiencia, discapacidad y minusvalía; en la búsqueda de encontrar 
parámetros racionales para determinar el monto de la indemnización, se determinó que el 
porcentaje se imputaría proporcionalmente al 50% correspondiente al rubro de deficiencia. 
Así las cosas, en el caso sub judice, la indemnización por daño a la salud equivalió a 27 
salarios mínimos legales mensuales, esto es, la suma de ($15.916.500).  
 




salud, y en aras de mantener uniformidad en el tema se profirieron en el año 2014, por parte 
del máximo órgano de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa cuatro (4) sentencias de 
unificación, en donde se establecen los límites, techos o baremos en la reparación de este 
daño. 
 
Se trata de superar el hecho de que la liquidación del daño extrapatrimonial y más 
concretamente el daño a la salud en Colombia, variara de acuerdo con la jurisdicción que la 
aplicaba y con el juez que le correspondía decidir el caso, buscando un parámetro único 
para la liquidación del perjuicio que involucrara la salud y la integridad psicofísica de la 
persona humana.   
 
2.3. Sentencias de unificación del año 2014 (expedientes 288047,  311708, 288329 y 
                                                                 
7. “Se condena en este proceso por la invisibilidad del trato requerido por la mujer en materia médico asistencial, teniendo en cuenta que 
consta que el día 14 de julio de 1999, a las 9 am, la señora Amparo de Jesús Ramírez Suárez se presentó al Hospital San Vicente de Paúl, 
en estado de embarazo y habiendo iniciado trabajo de parto; fue atendida de manera tardía. La señora fue sometida a una cesárea 
innecesaria, con el consecuente aumento del riesgo, así como de las complicaciones propias de la convalecencia p osquirúrgica, 
produciéndose muerte fetal. Se establece también que la realización de la cesárea ocasionó necesariamente a la mencionada señ ora un a 
cicatriz que no se habría causado en el curso del parto natural. Padeció alteraciones del ánimo que de ordin a r io  se  p resen tan , en  lo s 
primeros años después del deceso fetal, aunque susceptibles de mejora paulatina. Se considera que los hechos traumáticos descritos en el 
fallo tienen aptitud de incidir negativamente en las posibilidades de maternidad y las condiciones de los embarazos futuros de la act o ra.  
Establece que el daño es de carácter temporal lo que obliga a matizar las consideraciones sobre la gravedad, de modo que se estima que el 
daño a la salud sufrido es cualitativamente equiparables a aquellas que se califican con un porcentaje igual o superior al 20% e inferior al 
30%. Así las cosas, se reconoce a la señora Amparo de Jesús Ramírez una indemnización por un valor  equiv alen te a  cuaren ta  (40 )  
salarios mínimos legales mensuales vigentes.  Se considera que el señor Nelson González Sotomayor esposo de la señora padeció 
alteraciones emocionales con manifestaciones somáticas, por tanto se le reconoce una indemnización por daño a la salud. Sin  e m bargo ,  
ante la ausencia de un conocimiento detallado sobre la naturaleza del mismo y la coincidencia de la mayor parte de la literatura  m édica 
sobre la mayor intensidad de la alteración psíquica maternal por muerte perinatal, y ante la certeza de que no es posible predicar respecto  
de él la convalecencia posquirúrgica y la alteración estética,  ha de reconocer un menor monto que a la madre. Así p ues,  se  co n sidera  
razonable cifrar el daño a la salud padecido por el señor es de veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes.” 
 
8 “El 16 de febrero de 1997 el señor Luis Ferney Isaza Córdoba sufrió una herida por arma de fuego que le pro dujo  un a m erm a en su 
capacidad laboral del 30.17%. El episodio y las secuelas le produjeron un cuadro depresivo de estrés postraum ático , que en t r e o tr as 
consecuencias le impide desarrollar su vida de la forma como lo venía haciendo, previo al suceso que finalizó con la herida en su brazo  
derecho a manos de un soldado. Se reiteran los criterios contenidos en las sentencias de unificación del 14 de septiembre de 2011, ex p s. 
19031 y 38222, en el sentido de que la regla en materia indemnizatoria es de 10 a 100 SMMLV, sin  em bargo  en  casos de ex t rema 
gravedad y excepcionales se podrá aumentar hasta 400 SMMLV, siempre que esté debidamente motivado. Lo anterior, en ejercicio del 
arbitrio iudice, para lo cual se tendría en cuenta la gravedad y naturaleza de la lesión padecida. establecido que el porcentaje de 
incapacidad de Luis Ferney Isaza, es del 30.17%, se le reconoce por este concepto el valor de 60 SMMLV, con lo cual, e l m o nto  de la  
indemnización resultaría proporcional a la lesión sufrida.” 
 
9  “El 11 de septiembre de 1997, el señor Andreas Erich Sholten, ciudadano alemán en estado de paraplejía, fue capturado en la ciudad de 
Barranquilla. Al rendir indagatoria manifestó que, dada su condición, requería condiciones especiales para e l acceso  a  lo s serv icio s 
sanitarios, circunstancia que fue corroborada mediante dictamen practicado por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses el 8 de 
octubre de 1997, fecha para la cual se encontró que el detenido presentaba infección urinaria con 10 días de evolución, micosis cutánea y  
úlcera por presión en tercio proximal cara externa de muslo izquierdo y en glúteo izquierdo. El señor Sholten estuvo detenido  en la Cárcel 
Distrital de Varones de Barranquilla y fue trasladado al pabellón de sanidad de la penitenciaría La Picota en donde se le  abr ió  h ist oria  
clínica el 6 de noviembre de 1997 y se le brindó atención médica constante hasta el 8 de febrero de 1998, cuando fue remitido al hospital 
San Ignacio en donde le diagnosticaron gangrena de fournier y carcinoma de colon. Se trata de determinar si existe responsabilidad del 
INPEC por el desmejoramiento y deterioro de la salud del señor Andreas Sholten durante el t iempo de deten ció n,  eviden ciado  en  el 
diagnóstico según el cual, para el 8 de febrero de 1998 –fecha de su hospitalización en el San Ignacio - presentaba edem a t esticular,  
escrotal y anal, orquepidema y necrosis de la piel escrotal,  corresponde a una situación infecciosa –que, tal como lo había anticipado  el 
Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses  podía ocasionarse en el evento en que no se garantizaran las co n diciones san itarias 
requeridas, para la Sala no cabe ninguna duda de que la falta de medidas contribuyó en la causación del daño indicado”.    






Se da inicio a este periodo con la sentencia del veintiocho (28) de agosto de dos mil 
catorce (2014), número de expediente 28832, en donde se recuerda que, desde la 
expedición de las sentencias gemelas de la Sala Plena de la Sección Tercera de 14 de 
septiembre de 2011, exps. 19031 y 38222, “cuando se demanda la indemnización de daños 
inmateriales provenientes de la lesión a la integridad psicofísica de una persona, ya no es 
procedente referirse “al perjuicio fisiológico o al daño a la vida de relación”, ni alteraciones 
graves de las condiciones de existencia, sino que es pertinente hacer referencia a una nueva 
tipología de perjuicio, denominada daño a la salud.” 
 
Se indica en esta sentencia que “el daño a la integridad psicofísica de carácter 
permanente da lugar a una indemnización cercana a los cien (100) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes”, sin embargo, cuando la víctima soporta los daños por un período 
relativamente corto en comparación con lesiones graves de carácter permanente, se 
considera reconocer una indemnización correspondiente proporcional a lo que se otorgaría 
por las lesiones de mayor gravedad de carácter permanente. 
 
Se agrega “en relación con la indemnización del daño a la salud por lesiones 
temporales, que, para su tasación, debe establecerse un parangón con el monto máximo que 
se otorgaría en caso de lesiones similares a aquel objeto de reparación, pero de carácter 
permanente y, a partir de allí, determinar la indemnización en función del período durante 
                                                                                                                                                                                                      
lesiones habrían dado lugar a otorgar una indemnización cercana a los cien (100) salarios mínimos legales m ensuales v igen tes.  Sin  
embargo, se considera que  está demostrado que al señor Sholten le fueron tratadas las dolencias por las cuales fue trasladado al hospita l 
San Ignacio y que allí no sólo se curó de la infección padecida, sino que le practicaron un recubrimiento de la zona perineal, con injertos 
de piel, intervención respecto de la cual evolucionó favorablemente. Quedó claro que los padecimientos constitutivos de daño a la  salud 
susceptible de ser indemnizado fueron sufridos por un espacio de alrededor de tres meses”. 
“Concluye el Consejo de Estado indicando que las  lesiones padecidas por el señor Sholten corresponden a lesiones que no sólo er an  de 
carácter reversible sino que, efectivamente, fueron revertidas en el marco de la atención médica garantizada por la demandada y  que la  
víctima tuvo que soportarlos por un período relativamente corto en comparación con lesiones graves de carácter  p erm an en te que  un a 
persona joven tendría que soportar a lo largo de sus años de vida, se considera proporcionado r econocer una indemnización 
correspondiente a la décima parte de lo que se otorgaría por las lesiones de mayor gravedad de carácter permanente -100 smlmv-, esto es, 
diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes.” 
 
10
 “En el caso el soldado Gonzalo Cuellar Penagos, a sus 20 años de edad, presentó como secuelas del accidente sufrido, la amputación de 
sus dos miembros inferiores con desarticulación de la rodilla izquierda, lo que le generó una incapacidad absoluta y permanente, inaptitud 
para la actividad militar y la pérdida del 100% de la capacidad laboral. la Sala reconoce por daño a la salud, la suma equiv alen t e  a  3 0 0 
SMLMV. Los perjuicios se ocasionaron con motivo de las graves heridas y la incapacidad laboral causada, en hechos ocurridos e l día 2 8  







el cual, de conformidad con el acervo probatorio, se manifestaron las lesiones a 
indemnizar.”  
 
Con estas sentencias de unificación se reitera el desplazamiento por completo a las 
demás clasificaciones de daño inmaterial, tales como lo son el daño a la vida de relación y 
el “daño por alteración grave a las condiciones de existencia”, señalando que precisamente 
“cuando la lesión antijurídica tiene su génesis en una afectación negativa del estado de 
salud, los únicos perjuicios inmateriales que hay lugar a reconocer son el daño moral y el 
daño a la salud.” 
 
Estas sentencias, todas del veintiocho (28) de agosto de dos mil catorce (2014), 
establecen un reconocimiento y liquidación del daño a la salud, con aplicación de dos 
reglas principales: “la regla general y la regla de excepción”. Se reserva esta 
indemnización únicamente a la víctima directa y no se restringe solamente al porcentaje de 
incapacidad, sino a la afectación psicofísica real de la persona. 
 
Básicamente, se cambia una perspectiva de indemnización primordialmente 
cuantitativa en donde se tiene en cuenta “el criterio de tasación consiste en un porcentaje, a 
una concepción cualitativa del daño objetivo, en la que lo que predomina la noción de 
gravedad de la alteración psicofísica, frente a la cual existe libertad probatoria.” 
 
Se establece que no existe fundamento constitucional o infra constitucional “para 
constituir los dictámenes sobre porcentajes de invalidez de las juntas de calificación de 
invalidez en prueba única de la gravedad del daño.”  
 
2.3.1. Criterios de indemnización del daño a la salud en las sentencias de unificación 
del año 2014 (expedientes 28.804,  31.170, 28.832 y 31.172). 
 
2.3.1.1.  Reconocimiento y liquidación del daño a la salud: con aplicación de la 





Las sentencias con radicados 31170, 28832 establecen la tasación del daño a la 
salud, con base en la regla general de indemnización de 100 smlmv. 
 
El Consejo de Estado establece que la regla general en materia indemnizatoria por 
concepto de daño a la salud es de 10 a 100 SMMLV, se indica como tope máximo general 
una cuantía que no podrá exceder de 100 smlmv, de conformidad con los porcentajes de 
invalidez.  
 
Se presentan en estas sentencias esquemas que sintetizan los planteamientos 
respecto a la tasación y legitimación por activa de este daño: 
 
Gravedad de la lesión Víctima 
Igual o superior al 50% 100 SMMLV 
Igual o superior al 40% e inferior al 50% 80 SMMLV 
Igual o superior al 30% e inferior al 40% 60 SMMLV 
Igual o superior al 20% e inferior al 30% 40 SMMLV 
Igual o superior al 10% e inferior al 20% 20 SMMLV 
Igual o superior al 1% e inferior al 10% 10 SMMLV 
 
Tabla 3. Indemnización con aplicación de la regla general.  
 
Elaboración tomada de las sentencias del Consejo de Estado- Sala de lo 
Contencioso Administrativo, con radicados 31170, 28832. 
 
2.3.1.2.  Reconocimiento y liquidación del daño a la salud: con aplicación de la   
regla de excepción (Expedientes 31.172 y 28.804). 
 
En estas sentencias se reiteran los lineamientos planteados en providencias  del 28 
de agosto con radicados 31.170, 28. 832 en las que se establece la regla general de 





Elaboración tomada de las sentencias del Consejo de Estado- Sala de lo 
Contencioso Administrativo, expedientes No. 31172 y 28804 
 
Sin embargo, se indica que pueden presentarse casos excepcionales, cuando, 
teniendo en cuenta el material probatorio se compruebe que el daño a la salud se presenta 
con un mayor rigor y gravedad a la esperada, en cuyos casos podrá otorgarse un 
resarcimiento mayor al señalado en la tabla, “la cual debe estar debidamente motivada y no 




 La pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica o 
anatómica (temporal o permanente). 
 La anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u otra 
estructura corporal o mental.  
 La exteriorización de un estado patológico que refleje perturbaciones al nivel de 
un órgano.  
 La reversibilidad o irreversibilidad de la patología.  
 La restricción o ausencia de la capacidad para realizar una actividad normal o 
rutinaria.  
 Excesos en el desempeño y comportamiento dentro de una actividad normal o 
rutinaria.  
 Las limitaciones o impedimentos para el desempeño de un rol determinado.  
 Los factores sociales, culturales u ocupacionales. 
 La edad.  
 El sexo.  
 Las que tengan relación con la afectación de bienes placenteros, lúdicos y 
agradables de la víctima. 
 El dolor físico, considerado en sí mismo. 




 Las condiciones subjetivas que llevan a que una determinada clase de daño sea 
especialmente grave para la víctima (v.gr. pérdida de una pierna para un atleta 
profesional) (Consejo de Estado, exp. 28804, 2014). 
  Las demás que se acrediten dentro del proceso (Consejo de Estado, exp. 28804, 
2014).” 
 
Se indica en la sentencia contenida en el expediente 28. 804 que en el marco de la  
evolución jurisprudencial no es prudente para “la indemnización del daño a la salud” tener 
en cuenta únicamente el  porcentaje certificado de incapacidad -cifra estimada por las 
Juntas de Calificación- sino que es necesario una concepción más amplia de lesión y 
reconocer la gravedad de la afectación corporal o psicofísica, la cual debe quedar 
debidamente probada dentro del proceso e ir más allá de los aspectos funcionales, 
biológicos y psíquicos del ser humano.  
 
Igualmente se anota que “el concepto cualitativo de alteración psicofísica tiene una 
mayor extensión al relacionado con el porcentaje de incapacidad, especialmente cuando 
éste se entiende referido a lo laboral, esto es así porque existen circunstancias de afectación 
a la integridad física o de limitación de funciones, cuya gravedad y aptitud pueden afectar 
la calidad de vida, situación que no se alcanzan a reflejar adecuadamente en la medición de 
la incapacidad, este es el caso de lo que en algunas ocasiones se ha llamado daño estético 
(subsumido dentro de esta dimensión del daño a la salud) o la lesión de la función sexual, 
componentes del daño a la salud que muy difícilmente se consideran constitutivos de 
incapacidad”. (Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, expediente 
28804). 
 
También podemos advertir en estas sentencias que se unifica el criterio 
jurisprudencial en lo referente al tema del daño temporal, dejando en claro que la duración 
de la afectación no es un elemento para tener en cuenta para la evaluación de ésta, se aclara 
que el carácter reiterado y permanente de la alteración o las consecuencias futuras no son 





En conclusión, se puede indicar que, con las sentencias de unificación proferidas 
sobre la valoración del daño a la salud, avanza la jurisprudencia hacia una concepción más 
amplia del daño a la salud, concepto que se pasa a definir en términos de “la alteración 
psicofísica que el sujeto no tiene el deber de soportar, sin importar su duración y sin que sea 































CAPÍTULO 3: La indemnización del daño a la salud frente a derechos 
constitucionales y legales 
 
Al interior del presente trabajo se ha dejado en claro la evolución del daño a la 
salud, su reparación y con ello la tasación de éste, en la búsqueda constante de postulados 
estatales como una real materialización del “principio de reparación integral de la víctima”, 
del derecho constitucional a la igualdad y de la limitación a la discrecionalidad judicial. 
 
En este capítulo se realizarán acotaciones encaminadas a evidenciar los hallazgos 
jurisprudenciales sobre el daño a la salud y su indemnización que comparados con la 
normativa constitucional y legal nos conducen a señalar que con esta categoría no se 
concretan los citados postulados. 
 
3.1.  El daño a la salud frente al derecho de reparación integral de la víctima.    
 
Como aduce Cadavid (2014) “la palabra reparación viene del verbo reparar, que 
implica enmendar, corregir o remediar, desagraviar, satisfacer al ofendido”, restablecer, y 
hace referencia a la satisfacción, al remedio, la restitución y el restablecimiento. 
 
En sentencia del Consejo de Estado de fecha 1 de junio de 2015, expediente No. 
31412, se indica que “el principio de reparación integral es entendido como aquel que 
orienta el resarcimiento de un daño, con el fin de llevar a la víctima, al menos, a un punto 
cercano al que se encontraba antes de la ocurrencia del daño.”  
 
Se indica que este principio debe pasar por una técnica o método de interpretación y 
ser aplicado de conformidad al tipo de daño producido, pues puede relacionarse con una 
violación a un derecho humano reconocido nacional o internacionalmente o de violaciones 
al derecho internacional humanitario, o que se refiera a la lesión de un bien o interés 





“La reparación integral en el ámbito de los derechos humanos supone, no 
sólo el resarcimiento de los daños y perjuicios que se derivan, naturalmente, de una 
violación a las garantías de la persona reconocidas internacionalmente, sino que 
también implica la búsqueda del restablecimiento del derecho vulnerado, motivo por 
el cual se adoptan una serie de medidas simbólicas y conmemorativas, que no 
propenden por la reparación de un daño [strictu sensu], sino por la restitución del 
núcleo esencial del derecho o derechos infringidos. Por el contrario, la reparación 
integral que opera en relación con los daños derivados de la lesión a un bien jurídico 
tutelado, diferente a un derecho humano, se relaciona, específicamente, con la 
posibilidad de indemnizar plenamente todos los perjuicios que la conducta 
vulnerante ha generado, sean éstos del orden material o inmaterial (Sentencia 
Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, expediente No. 
31412).” 
 
 De otro lado, valga la pena tener en cuenta que la reparación integral para el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) deviene del Pacto San José, que en 
su artículo 63.1, advierte que “cuando exista una violación de un derecho o libertad 
protegidos, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertad conculcados. Disponiendo, asimismo, si es procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos 
y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.”  
 
Como lo describe Calderón (2013) el “concepto de reparación integral” posee 
antecedentes en la consolidación de la comunidad internacional, pues se origina 
inicialmente en la Corte permanente de Justicia en 1927 para el caso Factory at Charzow, 
luego en la Comisión europea de Derechos humanos, y posteriormente aplicado al caso 
Velázquez Rodríguez contra Honduras y por supuesto dentro de la Comisión africana de 
derechos humanos.  
 
Un elemento que cobra fuerza en la consolidación del concepto de reparación 




denominada como “los principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y violaciones 
graves del derecho internacional humanitario, a interponer recursos y obtener 
reparaciones”, pues en su principio IX enunciado como reparación de los daños sufridos,  
establece qué se entiende por reparación y cuales las medidas que se enmarcan en dicho 
parámetro. 
 
Se dice que “una reparación adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad 
promover la justicia”, con el propósito de remediar las violaciones de derechos humanos o 
las violaciones graves del derecho internacional humanitario, y que esta reparación debe ser  
proporcional a la afectación producida por las violaciones y al daño sufrido,  se indica que 
se repararán por parte de los Estados las acciones u omisiones que generen violaciones 
manifiestas, y que en el caso en que la violación se realice por parte de una persona natural 
o jurídica u otra entidad está se halla obligada a reparar a las víctimas, o indemnizar al 
Estado si éste hubiera ya dado reparación a la víctima e insta a los Estados al desarrollo de 
programas nacionales de reparación y asistencia a las víctimas  contemplando las debidas 
garantías si existiere el caso de que el responsable de los daños sufridos quiera evadir sus 
responsabilidades. 
 
Indica que los Estados deberán cumplir las sentencias de sus tribunales en lo que 
tiene que ver con reparaciones al igual que las sentencias extranjeras válidas, resaltando que 
estas reparaciones deben ser “de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la 
violación y a las circunstancias de cada caso, una reparación plena y efectiva, bajo las 
siguientes formas:  restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 
repetición.” 
 
Ahora, el Estado Colombiano ha venido analizando, el concepto de reparación 
integral del daño causado al individuo, entendiéndolo en un principio como un deber para 
posteriormente, reconocerlo a través de la Ley 446 de 1998, que en su artículo 16 establece 




daños causados a personas o cosas, se hará bajo los principios de reparación integral y 
equidad y contemplará los criterios técnicos actuariales”, así: 
 
“Artículo 16. Valoración de daños. Dentro de cualquier proceso que se surta 
ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y 
a las cosas atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los 
criterios técnicos actuariales.” (Congreso de la república, Ley 446 de 1998).” 
 
Esta norma permite establecer la concepción de la reparación integral como un 
principio, que actúa de forma obligatoria para todos los jueces en sus decisiones al buscar 
los mecanismos y medios adecuados para alcanzar el restablecimiento de los intereses 
afectados de las víctimas, tarea en la cual es imperativo hacer uso de todos los medios a su 
alcance, se trate de perjuicios materiales o inmateriales como lo aduce Sandoval (2013). 
 
El mandato de reparación integral en el marco de la responsabilidad ha adquirido 
dimensiones importantes, pues ha pasado al ser humano de percibirse como titular de 
derechos patrimoniales a uno asumiendo un papel “importante en la defensa de los atributos 
de su personalidad, como la intimidad, el honor, la integridad personal y la salud” 
(Sandoval, 2013).  
 
Se retoma un proceso en el que se asumen nuevos valores y reconocimientos en 
torno a las personas y en consecuencia la necesidad de reparar los daños ocasionados a ella, 
otorgándole a la persona el reconocimiento como víctima y con ello la búsqueda del 
derecho a ser reparada integralmente por los  daños sufridos, con el propósito de dejar la 
situación que ha sido negativamente modificada en condiciones aproximadas a como 
estaban con anterioridad a la ocurrencia del  hecho “vale decir que el reconocimiento de los 
hechos alegados debe corresponder con la magnitud de los agravios causados, y que la 
cuantificación a cargo del juez debe representar el valor de todos y cada uno de los 






La reparación integral al interior del ordenamiento jurídico colombiano posee la 
naturaleza jurídica de principio y genera obligatoriedad para la rama legislativa y judicial a 
través de la ley y la jurisprudencia y se parte del compromiso de dejar indemne a la víctima, 
y se aplica bajo esta categoría de principio como sostiene Sandoval (2013) en el caso de los 
daños no patrimoniales.  
 
El consejo de Estado en sentencia de unificación del 2 de septiembre de 2012, 
expediente 21804, estipula que la reparación es un medio que permite recuperar la 
dignidad, así como mostrar que el Estado debe hacerse cargo del restablecimiento del 
derecho agraviado, así: 
 
“La reparación integral tiene que ver, de un lado, con lograr que las víctimas 
puedan mejorar la situación en la que las sumergió el daño, superar el miedo, la 
zozobra y la desesperanza así como recuperar su dignidad y autoestima de modo 
que les sea factible ejercer a cabalidad sus derechos y, de otro, con mostrar que el 
Estado se encuentra atento al restablecimiento frente a las víctimas directas e 
indirectas…” (Consejo de Estado,  Exp. 21804, 2012).” 
 
Bajo esta concepción se debe lograr una reparación adecuada -coherente y 
proporcional al daño padecido-, tomando como punto de inicio el hecho de que el ser 
humano está conformado por la persona misma y que lo integran derechos, intereses y 
bienes jurídicos, que lesionados, deben ser constatados en aras de ser resarcidos 
eficazmente e investidos por su propia individualidad. 
 
Sobre este tema, Henao (1998), establece que la reparación del daño causado debe dejar 
a la víctima como si el daño nunca hubiese existido. 
 
“La reparación del daño debe dejar indemne a la persona, esto es, como si 
el daño no hubiere ocurrido, o, al menos, en la situación más próxima a la que 
existía antes de su suceso si el daño se indemniza por encima del realmente 




el daño se indemniza por debajo del realmente causado, se genera un 
empobrecimiento sin justa causa para la víctima. Es así el daño la medida del 
resarcimiento.” 
 
En complemento del concepto que brinda el Dr. Henao sobre la reparación, 
recurrimos a lo establecido por Pantoja (2015) el cual deja hace claridad sobre la reparación 
o indemnización plena.  
 
“La reparación integral de los daños requiere que no deje de valorarse 
ningún perjuicio que sea relevante, así como que se puedan individualizar los 
perjuicios. La necesidad de individualización requiere ponderar separadamente, 
tanto los daños patrimoniales como extrapatrimoniales, los perjuicios generales (o 
comunes), los perjuicios particulares (o específicos) y los perjuicios excepcionales; 
cuando el costo queda acreditado, se ha de reconocer su total importe, se trata de 
una interpretación que nace de reconocer el imperio del principio de la reparación 
integral, sería un absurdo que los perjuicios económicos cabalmente acreditados 
queden parcialmente resarcidos. (Pantoja, 2015).” 
 
Ahora bien, se debe revisar si con las nuevas posiciones jurisprudenciales el 
Consejo de Estado a partir del año 2011,  y bajo el principio de reparación integral, al 
momento de indemnizar el daño a la salud, realiza un análisis de todos aquellos factores 
que se ven involucrados en el daño padecido, es decir, aquellos aspectos internos, externos, 
objetivos, subjetivos, individuales, colectivos, etc., que determinada lesión pueda llegar a 
generar sobre la víctima. 
 
El Consejo de Estado por darle fuerza a una tipología de daño inmaterial- daño a la 
salud- deja de lado aspectos de especial importancia al momento de indemnizar, 
impidiendo una cabal aplicación del principio de reparación  integral el cual debe ser 
entendido desde el reconocimiento de todos los aspectos que involucran a un individuo y 
que debe procurar un pleno resarcimiento que involucre la mayor cercanía posible a la 





Se debe tener en cuenta que además de haberse eliminado categorías 
indemnizatorias, también, entre los componentes a indemnizar del daño a la salud 
consagrados jurisprudencialmente a partir del 2011, existe inequidad, lo que impide que se 
reparen de manera integral los perjuicios y/o daños sufridos por un individuo que ve 
afectada su integridad personal. 
 
Lo anterior, se afirma teniendo en cuenta que el Consejo de Estado en sus 
sentencias, se limita a analizar el grado de invalidez causado a la víctima (factor objetivo) 
para determinar la indemnización que ha de reconocer, dejando de lado en su gran mayoría 
de sentencias lo referente a las consecuencias o factor subjetivo de indemnización que 
corresponde a las variables establecidas en sus sentencias de unificación del año 2014, 
quedando, sin lugar a dudas este componente sin ningún tipo de  resarcimiento.  
 
Se desprende así que sobre el componente subjetivo del daño a la salud -cuyo 
propósito es la reparación de las consecuencias en la vida social, personal, cultural, etc., el 
Consejo de Estado se limitó a consagrarlo como concepto teórico que para nada influye al 
momento de la tasación de la indemnización, por cuanto en su gran mayoría de sentencias 
no es tenido en cuenta. 
 
Se considera que el Consejo de Estado ha asumido una reducida posición para 
reparar el daño a la salud-, dado que en los fallos existe ausencia de análisis de todas 
aquellas consecuencias que produce la respectiva lesión en la vida de quien la padece 
(componente subjetivo), limitándose a una interpretación meramente  psicofísica de la 
afectación, coartando el miramiento de otros aspectos ontológicos del individuo y 
desconociendo que la dimensión corporal no es la única de la existencia del ser humano 
sino que existe una esfera relacional de gran importancia y transcendencia en los sujetos, 
convirtiendo el este daño a la salud en algo cuantificable pero no cualificable. 
 
Esta perspectiva puede significar un empobrecimiento injustificado de la víctima, 




causándole una desventaja doble -el daño sufrido con sus consecuentes perjuicios y el 
perjuicio material por una indemnización incompleta e injusta, que desconoce las 
afectaciones del ámbito relacional (Puentes, 2014). 
  
Es claro que el Consejo de Estado estableció unos límites para la indemnización del 
daño a la salud, los cuales tienen como referente principal el  porcentaje de invalidez  
certificado por la Junta de Calificación de Invalidez y las variables a tener en caso de que 
las consecuencias que se generen con ocasión del año afecten el entorno social y cultural de 
la víctima, sin embargo, estos parámetros no son suficientes para la integralidad de una 
reparación, por cuanto no establecen conceptos puntuales que permitan al juez identificar la 
particularidad de las consecuencias del daño. 
 
Los derechos afectados deben ser entendidos como una sumatoria de eventos que, 
en ninguna circunstancia, pueden ser excluyentes entre ellos, se deben valorar las 
consecuencias -objetivas y subjetivas- para resarcir de una manera integral a la víctima 
dejando de lado el temor de un enriquecimiento sin justa causa. 
 
3.1.1. El principio de reparación integral entendido como un concepto unívoco 
Como ya se ha dicho en capítulos anteriores el trastorno temporal o permanente que 
sufre una persona no contempla “la indemnización del daño a la vida de relación o 
alteración a las condiciones de existencia que antes se tenía”, pues lo que pretende la 
categoría de daño a la salud es generar una visión unívoca de este daño, dado que se 
considera que las demás conceptualizaciones eran categorías muy vagas y 
omnicomprensivas y le restaban claridad al sistema del derecho de daños. 
Recibe críticas la postura del daño a la salud, pues se considera reduccionista, por 
cuanto deja de lado diferentes esferas del ser humano, tal como se ha dicho se centra en las 
lesiones psicofísicas y en las consecuencias físicas producidas por el daño y se aparta de 
elementos relevantes de la víctima como la capacidad relacional, los proyectos de vida, las 




tipo de daños causados en la  esfera de la vida de los sujetos estos ya no podrán ser 
reparados 
Pero el tema no se agota aquí, la problemática radica en que con la indemnización 
del daño a la salud no se concibe que el daño de la vida en relación repare la pérdida de 
capacidad para desarrollar la vida como generalmente se haría y que, se trate de un daño 
autónomo e independiente de los daños físicos o psíquicos causados a la víctima y que por 
tanto deben ser reparados al ser órbitas importantes que permiten el desarrollo integral del 
ser humano.  
 
De otro lado, “el daño a la salud” coartó la indemnización que se realizaba a la 
familia de la víctima, tal es el caso de la providencia del 16 de agosto de 2007, expediente 
30114, en donde se demanda por hechos ocurridos el 15 de marzo de 1993, en el que 
resulta lesionado el señor Jose Ámbito Alarcón, quien al salir de su casa en la Vereda San 
Calixto, Municipio de Suaza(Huila), recibido un disparo de fusil de parte de un soldado 
adscrito al batallón Magdalena de la Novena Brigada, dado que esas tropas se encontraban 
en la zona en ejecución de funciones de orden público.  
 
El Consejo de Estado condenó a la Nación al pago de 400 salarios mínimos 
mensuales al lesionado por perjuicios materiales a título de perjuicio a la vida de relación, 
pues “a causa de los daños ocasionados se afectó no solo la órbita interna sino también la 
esfera exterior de la vida”, pues con posterioridad a los daños el lesionado mutó su 
comportamiento, dejando de lado la ejecución de actividades que le generaban placer, 
sumado a la intenciones suicidas, disminuyó su independencia personal, necesitando de 
otras personas para realizar todo tipo de actividades, igualmente su vida sexual se vio 
afectada, “así se evidencia la alteración negativa de las posibilidades que tiene de entrar en 
relación con otras personas o llevar a cabo actividades rutinarias o de disfrute.” 
 
La corporación considera que frente a los padres y hermano “procede una condena 
similar de 200 salarios mínimos para cada uno de los padres y 100 salarios mínimos para el 
hermano”, puesto que ellos vieron afectada su vida familiar y social, como consecuencia de 




persona parapléjica, lo cual sin duda produjo una alteración a la forma de relacionarse y en 
sus expectativas de vida. 
Así las cosas, se podría señalar que bajo estos presupuestos el daño a la salud tal 
como se concibe en la actualidad, esto es, que no indemnizada el daño a la vida de relación 
de la víctima y tampoco a su familia se queda  corto para realizar una reparación integral de 
la víctima.  
Señala Sandoval que, al desconocer parámetros justos de reparación, se estarían 
violando la constitución y la convención interamericana de derechos humanos, atentando 
contra los derechos constitucionales fundamentales a la dignidad, integridad física, la salud 
y la reparación integral, generando con esto una doble victimización.  
 
No se concibe un Estado Social de Derecho, donde el estado no garantice el 
bienestar del ciudadano y máxime cuando éste le generó un daño a la salud o se pongan 
límites económicos que permean las decisiones de los jueces a la hora de tasar las 
indemnizaciones.  
 
Sobre este problema han dicho Erick Valdés y Laura Puentes (2014): 
  
“La interpretación del daño a la salud en la doctrina colombiana es 
eminentemente unívoca, a saber, es reduccionista y determinista, lo cual atenta 
seriamente contra el respeto y observancia de los principios de igualdad y 
reparación integral. Es reduccionista porque acota el entendimiento del daño a la 
salud a una sola valoración epistemológica, desechando otras categorías de daños 
que sí deberían ser consideradas como susceptibles de ser reparadas para 
garantizar el cumplimiento de los principios antes mencionados.” 
 
Se podría así indicar que el daño a la salud, tal como se encuentra manejado en 
Colombia no contempla  todas las esferas que rodean al ser humano concretándose en el 
derecho a la salud consagrado en la constitución política e ignorando las demás situaciones 
que se encuentran presentes en la vida de la víctima del daño como lo sería la manera como 




marcha en su vivir, o las simples actividades que le daban placer a este sujeto y que no 
podrá realizar;  situaciones que sí eran tenidas en cuenta cuando se hablaba de “daño a la 
vida de relación” o daño grave a las condiciones de existencia. 
 
Lo antes expuesto, se corrobora al realizar el análisis de sentencias proferidas por 
“el Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo”.    
 
3.1.2. Análisis del derecho a una reparación integral a través de sentencias  del daño a 
la salud:  
 
A continuación se abordará el estudio de dos sentencias del Consejo de Estado- Sección 
Tercera, elegidas para su estudio teniendo en cuenta que se tratan de recientes 
pronunciamientos dado que corresponden al año 2017 y además, evidencian claramente el 
hecho de que esta alta corporación  al momento de valorar el daño a la salud, no  analiza 
plenamente los elementos que lo componen- elementos por ella establecidos – esto es, el 
objetivo y subjetivo-, sino que reduce su análisis al  componente objetivo y a aplicar la 
tabla de  parámetros –diseñada Jurisprudencialmente-, cuyo fundamento es exclusivamente 
el porcentaje de invalidez sufrido por la víctima (componente objetivo), desconociendo las 
consecuencias particulares que la lesión produce  en el entorno social, familiar, cultural, 
entre otros  de la víctima (componente subjetivo). 
 
Sentencia del 6 de julio de 2017: Se colige de esta sentencia que, independientemente de 
que se acredite o no el componente subjetivo del “daño a la salud”, no se constituye en 
objeto de reparación, en virtud de que, al momento de ordenarse la indemnización por el 
daño respectivo, el Consejo de Estado reconoce únicamente los SMLMV correspondientes 
al daño objetivo. 
 
Sentencia del 11 de mayo de 2017: En esta providencia se observa que tampoco se analiza 
ningún factor subjetivo consagrado en la jurisprudencia para indemnizar, se limita el 
operador judicial a realizar una valoración netamente objetiva con base en el porcentaje de 





Sentencia Tema Consideraciones del 
Consejo de Estado 
Decisión y comentario 
6 de julio de 2017 
expediente No. 49636 
Daño a la salud de un 
soldado regular del 
Ejército Nacional, quien en 
esa calidad prestaba su 
servicio militar obligatorio, 
fue lesionado por arma de 
fuego cuando realizaba 
operaciones militares en 
contra de grupos 
subversivos.  
 
La Corporación consideró 
la estimación y gravedad 
de las lesiones del 
conscripto y en 
consecuencia la pérdida de 
su capacidad laboral 
permanente para reconocer 
a su favor la cuantía de la 
indemnización. Considero 
Con respecto al concepto 
de daño a la vida de 
relación, al proyecto de 
vida y a la alteración a las 
condiciones de existencia 
del perjudicado directo,  
que tales tipologías, 
sustentadas en una mera 
afectación social y familiar 
y en la imposibilidad de 
llevar una vida normal, no 
resultan viables ni 
suficientes en asuntos 
como el analizado -para 
considerar una reparación 
adicional (integral).  
 
La lesión 
producida dejó como 
resultado para el ahora 
accionante en reparación 
una pérdida de su 
capacidad laboral del 
24.4%, y se le declaró no 
apto para la actividad 
militar, siendo retirado de 
la institución castrense el 
22 de abril de 2008.  
 
Se indemniza con 40 
MLMV a la víctima 
directa. En este caso se 
acreditó el componente 
subjetivo del daño 
consistente en el retiro del 
afectado de la Institución- 
como consecuencia de la 
pérdida de parte de su 
capacidad laboral-, sin 
embargo tal circunstancia o 
variable subjetiva no fue 
considerada por el Consejo 
de Estado al momento de 
fijar el valor de la 
indemnización, puesto que 
se limitó a reconocer los 
SMLMV que le 
correspondían por haber 
sufrido lesiones cuyo 
porcentaje de invalidez 
fuera igual o superior al 
20% pero inferior al 30%, 
lo anterior, de acuerdo con 





Tabla 4. Análisis Sentencia del 06 de julio de 2017, expediente 49636. Elaboración propia: fuente 




del Consejo de 
Estado. 
Decisión y comentario 
Sentencia del 11 de mayo 
de 2017 Expediente 
39890  
El señor resultó herido en 
el rostro y en la región 
acromioclavicular 
izquierda por miembros 
activos de la Policía 
Nacional, que le 
El Consejo de Estado 
procede a indemnizarlo 
con fundamento en lo 
decidido por el pleno de la 
Sección Tercera de esta 
Corporación en sentencias 
Se tiene en cuenta  las 
lesiones corporales que 
producen una pérdida de 
capacidad laboral igual o 




dispararon en momentos 
en que intentaba huir, 
luego de haber 
protagonizado,  una grave 
alteración al orden público 
en el municipio de 
Villacaro (Norte de 
Santander).  
de unificación de 
jurisprudencia del 2011 y 
2014. se presenta una 
pérdida de capacidad del 
39,05%. 
 
40% se indemnizan con 
sesenta (60) SMLMV. 
 
 
Tabla 5. Análisis Sentencia del 11 de mayo de 2017, expediente 39890. Elaboración propia: fuente 
Relatoría Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo 
 
3.2.  El daño a la salud frente al principio de discrecionalidad judicial   
 
Inicialmente, y hasta el año 2011, la indemnización de daño a la salud antes 
conocido con otras denominaciones se soportaba principalmente en el principio de la 
discrecionalidad del juez por cuanto no se habían establecido parámetros o baremos límites 
de esta atribución.   
 
El término discrecionalidad puede hacer referencia a dos situaciones: la primera 
cuando se emplea en la aplicación del ordenamiento jurídico, considerándole como 
mecanismo para justificar las decisiones judiciales que requieren discernimiento, sensatez, 
juicio, y la segunda como la forma de denominar la aplicación de estándares abstractos o 
imprecisos y el intérprete deba elegir entre varias alternativas igualmente válidas (Duque, 
2007).  
  
El arbitrio judicial siempre será necesario en cualquier ordenamiento jurídico 
teniendo en cuenta que la ley por imposibilidad no puede consagrar todas y cada una de las 
hipótesis que se pueden presentar en un proceso judicial, es necesaria la maniobra racional 
a cargo del operador judicial, fundamentada en las reglas de la experiencia y la sana crítica, 
para llenar las lagunas y vacíos que están contenidos en la ley.  
 
El Consejo de Estado, en su sentencia contenida en el expediente 22.163 del año 





 “El arbitrio es un criterio de la toma de decisión. El juez adopta sus 
resoluciones siguiendo o bien un criterio de legalidad o bien un criterio de su propio 
arbitrio o bien – como es lo más frecuente- combinando ambos de tal manera que la 
decisión es fijada con su arbitrio dentro de las posibilidades que le ofrece la 
legalidad. Si la ley diera una solución precisa y unívoca al conflicto, no habría lugar 
para el arbitrio, perro como esto sucede muy pocas veces, dado que la naturaleza 
general y abstracta de la ley no le permite entrar en las peculiaridades del caso 
concreto, es imprescindible la intervención de un ser humano que conecte ambos 
polos de la relación –la ley y el caso- utilizando al efecto primero la técnica de 
interpretación de la norma y luego su adaptación al caso concreto… El arbitrio es el 
factor humano que el juez añade a los datos aportados por el ordenamiento 
jurídico… El arbitrio hace que la sentencia sea una obra humana y no el mero 
resultado de una ecuación lógica o de un proceso mecanicista” (Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente 22.163, 2012). 
 
Por su parte la Corte Constitucional en su decisión C-043-04 estimó que algunas 
normas sí introducen un factor facultativo en la decisión del juez, mas no de arbitrariedad 
que acarree injusticias, pues “la ley deja a la apreciación judicial la evaluación de la 
conducta  asumida por las partes, lo cual es característico de aquellas facultades que se 
consideran discrecionales. En efecto, la discrecionalidad hace referencia a atribuciones en 
las cuales la ley deja a criterio de alguna autoridad la evaluación de ciertos asuntos, 
acudiendo para ello a fórmulas elásticas o a conceptos indeterminados.” 
 
En sentencia C-191-16 se aduce que no se puede pretender la inexistencia de la 
discrecionalidad en el operador jurídico, ya que sería un contrasentido porque, incluso, 
existe un cierto grado de discrecionalidad en la interpretación de los términos utilizados por 
el legislador y en la interpretación de los hechos. “Se advierte, sin embargo, que en el 
ejercicio de esos mínimos de discrecionalidad, el operador jurídico debe acudir a la 






La Jurisprudencia Colombiana ha tratado de minimizar la discrecionalidad judicial 
en garantía de los mandatos de optimización,  de igualdad y de dignidad humana en la 
reparación de los daños inmateriales y principalmente en los daños causados a la salud o 
corporales, estableciendo  tablas de indemnización, sin embargo éstas conducen a un 
sistema de automatismo en donde se encuadran diferentes supuestos fácticos a las mismas 
consecuencias jurídicas, sin tener en cuenta en muchas  ocasiones que los casos son 
disímiles. 
 
En el periodo comprendido entre 2011 a 2014, la jurisprudencia establece que al 
momento de estimar la cuantía de la indemnización por el “daño a la salud”, se deben tener 
en cuenta dos componentes, uno objetivo y uno subjetivo: “El objetivo determinado con 
base en el porcentaje de invalidez decretado y el subjetivo, que permitirá incrementar en 
una determinada proporción el primer valor, de conformidad con las consecuencias 
particulares y específicas de cada persona lesionada”, igualmente establece que cuando 
existan circunstancias que se hallan efectivamente acreditadas y probadas “que posean una 
gran intensidad y gravedad del daño a la salud”, se reconocerá una indemnización hasta de 
400 S.M.L.M.V, queda claro en estas sentencias de unificación que esta última situación 
debe estar motivada por el juez y su reconocimiento se hará de forma proporcional a la 
intensidad del daño. 
 
El Consejo de Estado otorga al juez la potestad para determinar la proporción o 
nivel de gravedad del daño orgánico o psicofísico de la víctima “relativa a los aspectos o 
componentes funcionales, biológicos y psíquicos del ser humano” y considerar 
excepcionalmente las consecuencias ocasionadas con la enfermedad o el accidente que 
representen alteraciones a nivel del comportamiento y desempeño de la persona dentro de 
sus quehaceres cotidianos que resulten en afectación a su entorno social, cultural y 
económico y que agravan su condición de víctima.  
 
Sin embargo, a pesar del certero mandato para el juzgador de aplicar la excepción, 
la jurisprudencia no es del todo precisa en la manera de identificar los casos eventuales en 




situaciones muchísimo más graves que las que justifican el reconocimiento inicial de los 
100 SMLMV al permitir cuadriplicar el valor inicial. 
 
Así las cosas, la jurisprudencia deja al arbitrio de los jueces indagar y decidir sobre 
los casos excepcionales que pueden llegar a la cuantía equivalente a los 400 SMLMV 
(Pantoja 2016), el Consejo de Estado no establece criterios precisos, que le permitan al 
operador judicial determinar la gravedad de cada caso particular, dado que los criterios 
que para este fin ha creado son demasiado generales y ambiguos: “pérdida, anomalía, 
anormalidad y defecto; limitación e impedimento; permanente y temporal; estructura y 
funcionalidad; psicológica, fisiológica y anatómica “miembro, órgano, tejido u otra 
estructura corporal o mental; exteriorización de un estado patológico y perturbación de un 
órgano”; reversibilidad e irreversibilidad; restricción y ausencia de capacidades; roles y 
acciones normales y rutinarias; desempeño excesivo y comportamiento en una actividad 
rutinaria; factores sociales, culturales y ocupacionales y afectación de bienes que le 
proporcionan placer” ( Sentencia Consejo de Estado, Expediente No. 28804, 2014).   
 
Al juez le corresponde revisar la conceptualización de cada uno de los términos 
indicados  que componen los criterios subjetivos definidos por la jurisprudencia  y que son 
la base para su decisión, sin embargo, se trata de términos técnicos y médicos, generales y 
ambiguos que para su interpretación dejan un alto margen de discrecionalidad al operador 
judicial al momento de establecer el monto de indemnización a la víctima, lo que conlleva 
en muchos casos vulneración a principios y derechos constitucionales como el de 
reparación integral, equidad etc, dado que el juez no podrá soportar su decisión en 
argumentos que vayan más allá de su punto de vista. 
 
Ahora, se hace necesario analizar sentencias en las cuales se evidencia la amplia 
discrecionalidad del operador judicial al momento de proferir sus fallos.  
  
3.2.1. Análisis del principio de discrecionalidad judicial a través de sentencias  sobre 
el daño a la salud. 




cuenta que demuestran que no existe un mecanismo de control de la actividad judicial 
encaminado al respeto del precedente judicial o decisiones previas proferidas por la misma 
corporación judicial, lo que hace que los fallos no sean consistentes, quedando las víctimas 
sometidas a los cambiantes criterios de los jueces.  
 
Sentencia del 28 de enero de 2015: El operador judicial al momento de proferir su 
fallo tuvo en cuenta algunos factores de gravedad indicados por el Consejo de Estado- 
Factores subjetivos fijados en sus sentencias de unificación- sin embargo se concentró 
únicamente en los factores sociales, en la anomalía permanente de la extremidad superior 
que generó la incapacidad permanente y en la edad de la víctima, lo que demuestra una 
inobservancia de la totalidad de las variables fijadas en la jurisprudencia y la omisión de las 
razones por las cuales no las consideró. 
 
Sin embargo, contrario a lo mandado por la misma Corporación, la Sala basó sus 
consideraciones para fijar la indemnización respectiva, en el porcentaje establecido por “la 
Junta de Calificación de Invalidez”, entorpeciendo altamente la identificación de la 
verdadera gravedad de la lesión y con ello, la efectiva integralidad de la reparación del daño 
a la salud.  
 
Lo anterior, indica una desproporcionada facultad del juez para establecer la 
indemnización del “daño a la salud”.   
 
Sentencia del 14 de julio de 2016: Esta decisión demuestra una amplia 
discrecionalidad judicial, no existe ninguna argumentación sobre el por qué se otorga la 
indemnización, cuando en el anterior fallo a pesar de que porcentaje de invalidez es  
inferior, se otorga una indemnización mayor. 
     
Sentencia Tema 
Consideraciones del 
Consejo de Estado 
Decisión y comentario 
Sentencia del 28 de enero 
de 2015. Expediente 
32912 
Lesiones sufridas por un 
joven quien encontró una 
granada, dispositivo que 
hizo explosión en sus 
manos. Como 
Teniendo en cuenta las 
variables enunciadas por el 
Consejo de Estado se 
establece que se 
encuentran demostradas 
La Sala reconocerá al 
actor por daño a la salud, la 
suma equivalente a 135 
SMLMV, que en la fecha de 




consecuencia, el joven 
falleció y dejó gravemente 
herido a su compañero 
Walther David Jiménez 
Jiménez, el cual ha tenido 
que someterse a varias 
cirugías, puesto que 
padece, como 
consecuencia de las 
lesiones sufridas, una 
deformidad física y 
perturbación funcional 
permanente en el 
antebrazo derecho. Así 
mismo, debido a las 
fracturas abiertas se ha 
desencadenado una 
osteomielitis crónica y 
pérdida anatómica de la 
extremidad. El joven 
afectado no pudo volver a 
estudiar. En el lugar de los 
hechos la tropa adscrita al 
Batallón Juan del Corral 
del Ejército Nacional 
realizó un operativo 
militar en la vereda de 
Bodegas o Bodeguitas, 
ubicada en jurisdicción del 
Municipio de El Santuario, 
con el fin de capturar 
algunos guerrilleros del 
noveno frente de las Farc. 
Terminado el operativo las 
tropas se retiraron dejando   
en el lugar  dejaron una 
granada de fragmentación. 
El  menor de 15 
años   sufrió 
deformaciones en su mano 
derecha  que le acarrearon 
un porcentaje de invalidez 
del 42.79%  
 
las siguientes, las cuales se 
cuantificarán conforme a 
lo probado en el proceso 
de la siguiente manera:  
Factores sociales: Existen 
declaraciones que ponen 
de presente que la 
deformidad en la mano 
derecha causó complejos 
al menor. 
Se otorgan 25 
SMLMV 
La  anomalía 
permanente del antebrazo 
y la mano derecha, que le 
genera una incapacidad 
permanente parcial del 
42.79%: Lo cual le impide 
cumplir adecuadamente las 
funciones de prensión de 
esta mano que era su 
órgano dominante. 
Se otorgan 80 
SMLMV 
Edad de la 
víctima: Al momento de 
los hechos, el menor tenía 
15 años de edad, por lo 
que deberá padecer el 
perjuicio durante largo 
tiempo.  
Se otorgan 30 
SMLMV 
Para un total de 
135 SMLMV. 
suma de $86.987.250 
   
 
Tabla 6. Análisis Sentencia del 28 de enero de 2015, expediente No. 32912. Elaboración propia: 




Consejo de Estado 
Decisión y comentarios 
Sentencia del 14 de julio de 
2016. Expediente 37533 
Se alegan los daños 
ocasionados como 
consecuencia de la lesión 
La Sala encuentra 
plenamente acreditado las 
actividades culturales y 
Existió una disminución de 
su capacidad laboral del 




sufrida por el menor Daniel 
Alfonso Gallego Orozco, en 
hechos ocurridos el 14 de 
septiembre de 2002 en la 
ciudad de Manizales. Las 
lesiones consistieron   en 
amputación de su pierna 
derecha, por encima de la 
rodilla, las heridas fueron 
ocasionadas por parte de un 
miembro del Ejército 
Nacional con su arma de 
dotación, mientras 
adelantaba un operativo 
contra una banda de 
delincuentes. 
deportivas a las que se 
dedicaba el joven Daniel 
Alfonso Gallego Orozco, 
consistentes en fútbol y 
baile de tango, a las cuales 
tuvo que renunciar por la 
lesión padecida, por tratarse 
de una de sus piernas, lo 
cual evidentemente impide 
llevarlas a cabo. 
con ochenta (80) salarios 
mínimos mensuales legales 
vigentes. 
Por tratarse de la 
pérdida de una de las piernas 
de la víctima, quien además 
era un joven socialmente 
reconocido por su 
desempeño en el fútbol y en 
el baile, la Sala considera 
acertada la decisión de 
otorgarle una prótesis a 




Tabla 7. Análisis Sentencia del 14 de julio Expediente 37533. Elaboración propia: Relatoría 
Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo. 
 
3.3. El daño a la salud frente al derecho de igualdad de la víctima  
 
En sentencia T-549 de 2009, se ha determinado que el derecho a la igualdad dentro 
del ordenamiento jurídico, reconoce que todas las personas, sin importar la diversidad que 
surja entre ellas, “pueden exigir de las autoridades públicas un trato razonablemente 
similar, y exigir el mismo trato para los entes y hechos que se encuentren cobijados bajo 
una misma hipótesis y una distinta regulación respecto de los que presentan características 
desiguales, bien por las condiciones en medio de las cuales actúan, ya por las circunstancias 
particulares que los afectan, pues unas u otras hacen imperativo que, con base en criterios 
proporcionales de aquéllas, el Estado procure el equilibrio, cuyo sentido en Derecho no es 
otra cosa que la justicia concreta” (Corte Constitucional, Sentencia T-549 de 2009). 
 
La Corte Constitucional ha precisado que la noción de igualdad tiene diversos 
conceptos dentro de los actuales lineamientos constitucionales, de esta forma: “la igualdad 
como valor (preámbulo) la cual hace referencia a la imposición de un componente 
fundamental del ordenamiento; la igualdad en la ley y ante la ley (artículo 13 inciso 1), en 
el que se estima un límite para la actuación promocional de los poderes públicos; y la 
igualdad promocional (artículo 13 incisos 2° y 3°) los cuales indican un horizonte para la 





De igual manera esta Corporación ha indicado que la vulneración del derecho a la 
igualdad en la mayor parte de los casos involucra la violación “de otro u otros derechos, y 
por lo tanto es un derecho que se proyecta sobre todas las relaciones jurídicas, 
condicionando la actuación de las autoridades como límite al ejercicio de su poder” (Corte 
Constitucional, Sentencia T -360 de 2002 y T-948 de 2008). 
 
En pronunciamiento reciente, la Corte Constitucional, estimó que la aplicación de 
este derecho fundamental cuenta con una visión positiva y otra negativa: la primera, se 
traduce en la equivalencia de trato que debe darse a aquellas personas que se encuentran en 
la idéntica posición frente a otras; y la segunda, en la divergencia de trato respecto de las 
que presenten características diferentes, concluyendo que, en principio, “se debe brindar 
trato igual a las personas que se encuentren en una misma situación fáctica y, en 
consecuencia, “dar trato divergente a quienes se encuentren en situaciones disparejas” 
(Corte Constitucional, Sentencia C-241 de 2014). 
 
En este orden de ideas, se tiene que el trato diferenciado que en ocasiones puede 
otorgar la ley a dos situaciones diversas no constituye necesariamente una discriminación 
(Corte Constitucional, Sentencias T-553 de 1994, T-207 de 1997, T-1103 de 2000, C-1112 
de 2000 y C-101 de 2003), aclarando que las razones esgrimidas para adoptar tratos 
diferenciales deben ser razonables y la regulación diferencial proporcional y compatible 
con los demás derechos y principios constitucionales (Sentencia T-629 de 2010). 
 
En atención al principio de proporcionalidad desarrollado por la jurisprudencia de 
esta Corporación (Corte Constitucional, Sentencias T-916 de 2002), se tiene que “para que 
un trato diferenciado sea válido a la luz de la Constitución, debe tener un propósito 
constitucionalmente legítimo” y no puede implicar afectaciones excesivas a otros derechos 
protegidos por la Constitución. 
 
En lo que tiene que ver con la reparación del daño a la salud frente al principio de 




sobre las soluciones dadas a casos análogos, generando inequidades e injusticias y 
vulnerando el derecho a la igualdad, se generan tratos diferentes en situaciones iguales que 
no son por parte del operador judicial objeto de análisis y de criterios razonables para 
otorgar un trato distanciado. 
Ante casos iguales las soluciones deben ser idénticas, de lo contrario, lo que se 
desencadena es una clara transgresión de los principios de igualdad y de proporcionalidad 
y, de paso, sea dicho, una seria inaplicación del principio de reparación integral, principios 
que deben ser inseparables del criterio marco de justicia. 
Existe una inminente necesidad de fijar los lineamientos que tracen al juzgador la 
ruta a seguir, con el fin de establecer el monto a indemnizar en el daño a la salud, todo 
dentro de un marco de la objetividad, claridad, razonabilidad, equidad y proporcionalidad, 
en camino de lograr una efectiva administración de justicia frente a la víctima directa 
(Pantoja 2015).  
Muchos de los pronunciamientos del Consejo de Estado en los que se reconoce la 
indemnización del daño a la salud con un monto superior a los 100 SMLMV, reflejan 
argumentos de inequidad al evidenciar el análisis subjetivo del juzgador en cada uno de los 
casos puestos a su consideración, se evidencia como el razonamiento subjetivo del juzgador 
lleva a indemnizaciones que pueden ser equivalentes en su monto, frente a circunstancias 
completamente disímiles. 
Es de recordar -como se mencionó-, la prioridad del principio de igualdad como uno 
de los pilares del estado social de derecho, a partir del cual todas las normas deben ser 
interpretadas y aplicadas en camino de alcanzar un equilibrio legal y jurídico para todos los 
ciudadanos, independientemente de ciertas características, pero siempre observando sus 
condiciones particulares. 
No es entendible que se profieran fallos iguales frente a procesos disimiles dado 
que, como se ha explicado a lo largo del documento, ningún caso puede ser equiparable a 
otro por su aspecto subjetivo, porque cada persona sufre las afectaciones de maneras 





Con los pronunciamientos del Consejo de Estado no se logra la unificación 
pretendida por este órgano colegiado en materia del resarcimiento al daño a la salud, por 
cuanto en sus sentencias se asumen posiciones contradictorias en cuanto a las variables a 
indemnizar. 
 
Al interior del Consejo de Estado no existen criterios uniformes al momento de la 
indemnización de los perjuicios por daños corporales o psicofísicos o daño a la salud, lo 
anterior derivado de la disparidad en los criterios que deciden cada caso, produciendo 
decisiones diferentes en casos similares y decisiones similares en casos totalmente 
diferentes, vulnerando así, el principio de igualdad y de paso el de reparación integral y con 
ello el de equidad y seguridad jurídica. 
 
El operador judicial al momento de solucionar situaciones con propósitos similares 
no utiliza las mismas variables para tasar la indemnización al daño a la salud, pues en 
algunos procesos se tienen en cuenta el factor edad, los factores sociales, y el porcentaje de 
la pérdida de capacidad, pero en otros casos no se realiza el análisis profundo de los daños 
psicofísicos, lo que deja de lado el trato igualitario como postulado constitucional. 
 
Se debe indicar que existen opiniones en contra de los límites vinculantes para los 
jueces, entre ellas se alude en principio a que la reparación de situaciones idénticas es 
relativa porque casos distintos serían tratados como iguales fomentando desigualdades y 
desconociendo la misma igualdad que se pregona, conduciendo finalmente a una 
vulneración del principio de la dignidad humana en todos sus contenidos.  
 
Como argumento de cierre valga indicar que los principios de igualdad y de 
dignidad humana son garantías que se deben perseguir en un juicio de responsabilidad, de 
manera que las decisiones judiciales deben preocuparse por guardar uniformidad y 
coincidencia en casos similares, aspecto que no acontece en la experiencia colombiana 





Ahora, se hace necesario analizar casos en donde existe una vulneración del principio de 
igualdad al momento de indemnizar a la víctima:  
     
3.3.1. Análisis del derecho a la igualdad a través de sentencias sobre el daño a la 
salud.   
 
Las sentencias en relacionadas son objeto de estudio por cuanto representan el 
hecho de que en casos iguales los jueces resuelven de manera diferente, desconociendo su 
obligación mínima de racionalidad y universalidad al proferir los fallos, se producen 
caprichosas variaciones que ponen en riesgo el principio de igualdad de la víctima de 
lesiones psicofísicas.  
 
Sentencia del 18 de mayo de 2017:  En esta sentencia de  acuerdo con el criterio del 
“Consejo de Estado”, el daño a la salud del afectado se entiende integralmente reparado con 
el reconocimiento de la suma de 300 SMLMV, lo que se  traduce en que para el Juzgador el 
caso particular no ostenta la suficiente gravedad como para llegar a otorgar el tope máximo 
de los 400 SMLMV, pese a que se analizaron las condiciones en las que quedó el 
demandante, se desconoció el estado de salud anterior al hecho y las condiciones que tenía 
de llevar una vida normal, que se redujo a una postración en cama por el resto de su vida 
como consecuencia de la cuadriplejía.  
 
Sentencia del 15 de abril de 2015: Se evidencia en este fallo como el razonamiento 
subjetivo del juzgador lleva al reconocimiento de indemnizaciones que pueden ser 
equivalentes, en su monto, frente a circunstancias completamente disímiles, en la medida 
que los criterios señalados por el Consejo de Estado para determinar la gravedad de una 
lesión, en verdad resultan inobservados dada su ambigüedad. 
 
Es inexplicable como el Consejo de Estado otorga en este caso una indemnización 







Consejo de Estado 
Decisión y comentario 
Sentencia del 18 de mayo 
de 2017 expediente 35906  
El joven Jesús Alberto 
Ocampo Patiño, se 
encontraba vinculado al 
Ejército Nacional como 
soldado, tuvo un accidente 
mientras reparaba el techo 
de un kiosco de polígono, 
cayó desde el tejado, y 
como consecuencia de 
ello, sufrió fractura 
cervical y quedó 
cuadripléjico a sus 23 
años, “lo que generó una 
incapacidad absoluta y 
permanente, inaptitud para 
la actividad militar y la 
pérdida del 100% de la 
capacidad laboral” 
En cuanto a los perjuicios 
por daño a la vida de 
relación, la primera 
instancia  concedió la 
suma de 300 SMMLV, 
fundamentado en la grave 
afectación sufrida por el 
joven y en aplicación del 
principio de reparación 
integral del daño. De igual 
forma estos perjuicios 
fueron concedidos también 
a favor de los otros 
demandantes en cuantía de 
150 SMMLV para los 
padres y 100 SMMLV 
para cada uno de los 
hermanos y abuelos.  
 
El Consejo de 
Estado en segunda 
instancia indica que, 
siguiendo las líneas 
jurisprudenciales 
desarrolladas por esa 
Corporación, no es 
procedente el 
reconocimiento de este 
tipo de daño a los 
familiares del señor 
Ocampo Patiño, teniendo 
en cuenta que “el daño a la 
salud únicamente fue 
sufrido por el lesionado”, 
motivo por el cual la 
decisión de primera 
instancia será revocada en 
este punto. 
“Para la 
reparación del daño a la 
salud se reiteran los 
criterios contenidos en las 
sentencias de unificación 
del 14 de septiembre de 
2011, exps. 19031 y 
38222, en el sentido de que 
la regla en materia 
indemnizatoria es de 10 a 
100 SMMLV, sin embargo 
en casos de extrema 
gravedad y excepcionales 
se podrá aumentar hasta 
400 SMMLV, siempre que 
esté debidamente 
motivado.”  
“El Consejo de Estado 
condena por daño a la salud, 
lo equivalente a 300 
SMLMV, por encontrarla 
acorde con los lineamientos 
jurisprudenciales.”  
 
Se indica que el 
soldado Ocampo Patiño, “a 
sus 23 años de edad, presentó 
como secuelas del accidente 
sufrido, cuadriplejia que le 
generó una incapacidad 
absoluta y permanente, 
inaptitud para la actividad 
militar y la pérdida del 100% 
de la capacidad laboral.” 
“Teniendo en 
cuenta las variables 
enunciadas, en el caso 
concreto se encuentran 
demostradas las siguientes, 
las cuales se cuantificarán 
conforme a lo probado en el 
proceso” de la siguiente 
manera:  
Pérdida de la 
función fisiológica de 
carácter permanente: La 
víctima perdió la 
funcionalidad de todas sus 
extremidades de manera 
irreversible. 
Se otorgan 150 
SMLMV 
“La restricción o 
ausencia de la capacidad para 
realizar una actividad normal 
o rutinaria: Lo cual le impide 
desarrollar las actividades” 
básicas para su 
desplazamiento e incluso su 
autocuidado y el goce de 
actividades placenteras 
“Se otorgan 100 
SMLMV” 
“Edad de la 
víctima: Al momento de los 
hechos, el señor Ocampo 
Patiño era un joven de 23 




deberá padecer el perjuicio 
durante largo tiempo.” 
“Se otorgan 50 
SMLMV” 
“Para un total de  
300 SMLMV” 
 
Tabla 8. Análisis Sentencia del 18 de mayo de 2017, expediente: 35906. Elaboración propia: 






Consejo de Estado 
Decisión y comentarios 
Sentencia del 15 de abril 
de 2015 expediente  45513 
El día 20 de mayo de 
2006, encontrándose en 
desarrollo de una 
operación militar fluvial 
en donde el ejército fue 
atacado por un grupo 
guerrillero saliendo herido 
el soldado campesino 
Jorge Eliecer Castro 
Crespo, en su mano 
derecha y en el abdomen 
siendo remitido al 
Hospital Metropolitano de 
la ciudad de Barranquilla, 
en donde los galenos 
debido a la gravedad de 
las heridas recibidas 
tuvieron que amputarle 
parte de la mano derecha 
con sus dedos meñiques y 
anular. 
 
La Sala advierte que cursa en 
el expediente “el acta de la 
Junta Médico Laboral en la 
que se señala la incapacidad 
médico legal del demandante 
y las secuelas de las 
lesiones”, en donde se 
establece que el señor Castro 
Crespo quedó con una 
incapacidad laboral del 
87.77%.  
Se indica que las  
lesiones ocasionadas en el 
cuerpo del demandante 
comportaron una deformidad 
física consistente en la 
pérdida de dos dedos de su 
mano derecha, miembro que 
no es funcional pues tiene 
limitación en el movimiento 
de la muñeca, no puede 
realizar movimiento de pinza 
o de agarre, con cicatrices de 
carácter permanente y 
dolorosas, además de una 
hipoacusia, los cuales 
comportan una variación 
estética y auditiva que deberá 
soportar por el resto de su 
vida, que el demandante no 
podía por el resto de su vida 
ejercitar libremente 
actividades normales o 
rutinarias que desempeñaba 
antes de sufrir la lesión; 
también, es evidente el 
impacto de las lesiones en la 
formación de su concepción 
como individuo y su 
autopercepción, impacto que 
Dispone una condena por 
concepto de daño a la salud 
equivalente a una suma de 









se acentúa dada su corta edad 
al momento de la producción 
del daño -23 años-, también, 
es fácil advertir la dificultad 
que sufrirá para el desarrollo 
de algunas de sus 
dimensiones básicas como la 
social.  
 
Tabla 9. Análisis Sentencia del 15 de abril de 2015, expediente 45513. Elaboración propia: 




























CAPÍTULO 4: Propuesta final 
 
Atendiendo el contenido del presente documento, en donde se indica que con la 
forma actual de indemnización del daño a la salud dentro de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo  en Colombia, no se logra plenamente una reparación integral 
de quien sufre un daño a su integridad psicofísica y que en variadas oportunidades se dejan 
de lado principios constitucionales como el de igualdad y reparación integral y que además 
se promueve una excesiva discrecionalidad judicial, al no fijarse criterios claros de 
indemnización,  se plantea como propuesta: 
El principio de reparación integral de la víctima se halla regulado por normativa 
internacional y desarrollado por cortes y organismos internacionales, al igual que 
nacionales, en lo que respecta a la regulación interna Colombiana se tiene la ley 446 de 
1998, la cual define de manera general este principio, sin embargo se considera que éste 
debe ser regulado por el legislador de manera clara y determinar los parámetros a seguir por 
el juzgador cuando se presenta el actuar antijurídico del Estado con el fin de evitar 
inequidades en los fallos que se profieren alejando a las víctimas de un reconocimiento total  
por las lesiones psicofísicas. 
En lo correspondiente a la tasación del daño, se propone que el operador judicial 
desde el inicio del caso en estudio, desligue la cuantificación del daño en los componentes 
señalados en las sentencias de unificación del Consejo de Estado, esto es, los componentes  
subjetivo y objetivo, además que cada una de las variables que integran el componente 
subjetivo del daño sean debidamente estudias y valoradas, es decir, es necesario revisar las  
consecuencias particulares y específicas que produjo en la víctima la lesión psicofísica. 
Desde la jurisprudencia se deben diseñar lineamientos precisos con el fin de que el 
juez pueda al momento de fallar emitir sentencias equitativas y ajustadas a los principios 
constitucionales de igualdad y reparación integral, de manera que no se generen fallos que 
vulneren la unidad de criterio, por cuanto no es proporcional que cada juez establezca su 
propio límite de indemnización adoptando conceptos y argumentaciones diferentes y 




El Consejo de Estado debe asumir un papel exigente que establezca criterios 
uniformes  a seguir en cuanto a “la indemnización del daño a la salud” en sus aspectos 
objetivos y subjetivos, con el fin de que la víctima no dependa en su totalidad del operador 
judicial que decide su caso, para lo cual, esta alta corporación debe también unificar sus 
propias y crear listados de variables o categorías de indemnización con definiciones claras 
de las mismas para que al momento de tasar el daño puedan ser tenidas en cuenta al interior 
de su corporación y por el juez de conocimiento.  
Al ser el derecho una ciencia social y dinámica, el abogado litigante en su función 
debe buscar que a través de sus intervenciones se impulse una jurisprudencia unificada en 
materia de daño a la salud, realizando un estudio de las sentencias nuevas y del precedente 
judicial y haciendo ver a los operadores judiciales las consecuencias ocasionadas con la 
desigualdad existente en los diferentes fallos y la falta de reconocimiento a principios 
constitucionales.  
El abogado deberá siempre buscar la posibilidad de una reparación integral desde la 
formulación de sus pretensiones sumado al aporte del material probatorio que dé certeza de 
los daños a la salud y se constituya en una herramienta para el juez al momento de ordenar 
la indemnización de perjuicios.     
Para lo anterior, se hace necesario que el abogado litigante a través de sus casos 
conozca el antes y el ahora de la jurisprudencia para evidenciar sus devaneos, variaciones, 
creaciones y sus tendencias evolucionistas, extensivas o progresistas para reforzarlas y 
hacerlas valer en sus alegaciones ante los jueces conocedores del caso concreto, 
impulsando el reconocimiento de derechos y principios constitucionales.  
4.1. Conclusiones 
 
Ante la presencia de una afectación negativa del estado de salud de las personas, 
existe el derecho de los afectados a solicitar la indemnización de perjuicios inmateriales 
reconocidos como daño moral y daño a la salud. El daño a la salud es una clasificación de 
orden jurisprudencial desarrollado por la jurisdicción de lo contencioso administrativo para 




permite reducir a una sola categoría las indemnizaciones de los ámbitos físico, psicológico, 
sexual, es decir daños que redundan en lesiones al derecho a la salud. 
Esta categoría de daño a la salud se configuró después de la evolución y empleo por 
parte del contencioso administrativo de otras categorías denominadas como perjuicio 
fisiológico, vida de relación y alteración de condiciones de existencia, lo que quiere decir 
que la categoría daño a la salud desplazó las anteriores denominaciones. 
Se consolida la categoría daño a la salud, en la necesidad de protección de este 
derecho, se considera por la alta corporación que no se trata de otorgarle un valor a los 
órganos humanos, sino garantizar la reparación a un derecho que afecta la integridad 
psicofísica del sujeto, resaltando, el rol del derecho a la salud dentro de un Estado social y 
de derecho, el cual conlleva el respeto por las garantías fundamentales del ser humano.   
 
Al interior de la jurisprudencia de lo Contencioso administrativo se tiene que, 
cuando se empleaban las categorías de perjuicios fisiológicos, “daño a la vida de relación y 
daño a las condiciones graves de existencia”, la indemnización carecía de limitación, 
además de que su reparación dependía principalmente de las consideraciones o criterios del 
juez u operador judicial.  
 
       Con la aparición de la denominación del daño a la salud en el año 2011, se indican los 
criterios objetivos y subjetivos  de indemnización  y se implementan los conceptos estático 
y dinámico de los perjuicios derivados de esta clase de daño, que hacen relación a dos 
componentes, el objetivo y subjetivo, lo cuales según las disertaciones del contencioso 
permiten la creación de criterios que satisfacen la máxima de a igual daño, igual 
indemnización, limitando el arbitrio judicial y sobreponiendo un criterio objetivo. 
 
Ahora, al realizar una comparación entre los elementos hallados en la jurisprudencia 
y los elementos constitucionales y legales, se puede obtener que los elementos 
desarrollados por el contencioso administrativo atienden a un propósito de reparar 
integralmente el derecho a la salud como producto de un daño antijurídico, sin embargo, el 




víctima conforme a criterios integrales e iguales, lo que genera que se no logre dicho 
propósito.  
 
La lesión que sufre una persona como consecuencia de una lesión a su integridad 
física y psicológica comprende muchos ámbitos que influyen en la mengua de sus 
posibilidades de desarrollarse normalmente en sus ámbitos social y familiar, ámbitos que 
quedan en muchas ocasiones carentes de reconocimiento impidiendo una reparación 
integral de la víctima la cual no es tratada como una unidad.  
  
La posición del Consejo de Estado en sus sentencias de unificación sobre el daño a 
la salud si bien buscan establecer criterios sólidos y de unificación en la indemnización,  su 
falta de claridad y definición genera que no sean respetadas por los jueces u operadores 
judiciales quienes no realizan un estudio consensuado, previo y profundo del caso sometido 
a su consideración, olvidando su carga de transparencia y argumentación al momento de 
fallar, generando fallos violatorios de derechos constitucionales como el derecho de 
igualdad pregonado en la Constitución Política. 
 
Los operadores judiciales olvidan la estrecha relación que existe entre los factores 
objetivos y subjetivos de indemnización fijados por el Consejo de Estado, omitiendo 
considerar que el ser humano se compone de estos dos elementos que se complementan, lo 
que conlleva a que no se reconozcan afectaciones adicionales generadas con ocasión del 
daño y que se encuentran contenidas en el factor subjetivo.    
 
Olvida el operador judicial que ningún caso puede ser equiparable a otro, dado que, 
con una lesión a la integridad psicofísica, cada persona sufre sus afectaciones de manera 
diferente y las consecuencias en el individuo son incomparables laboral y profesionalmente 
y en su contexto de vida- familiar, o social, en su desarrollo físico o mental, etc. 
 
El daño a la salud, tal como se encuentra reconociendo por los operadores judiciales 




centrándose en las lesiones psicofísicas, consecuencias físicas, descartando los proyectos de 
vida de la víctima, actividades que le otorgaban placer etc.  
     
No se puede desconocer que el arbitrio judicial ha sido positivo en la jurisprudencia 
pero tampoco se puede ignorar que esta facultad ampliada puede dar paso a tratamientos 
resarcitorios desiguales que conllevan a vulneraciones de la igualdad material o vías de 
hecho, dado en muchas ocasiones los fallos  carecen de un  estudio de las consecuencias 
que puede generar una lesión, reduciéndose a una interpretación psicofísica de la afectación 
y dejando de lado temas ontológicos y la esfera relacional, convirtiendo la indemnización 
del “daño a la salud” en un daño cuantificable pero no cualificable.  
 
Sumado a lo descrito, el Consejo de Estado no permite la materialización de la 
máxima de igualdad, pues tasa el daño a la salud mediado por la interpretación personal del 
operador judicial sobre el sufrimiento de la víctima, dejando de lado la creación de criterios 
equitativos, que conlleve a la consolidación amplia del arbitrio del funcionario judicial. 
 
Ahora, es incomprensible que a partir del año 2011, el Consejo de Estado al 
concebir el daño a la salud como una nueva categoría a indemnizar del daño inmaterial, a 
través de su jurisprudencia haya desplazado las demás categorías que corresponden al daño 
inmaterial, que venían existiendo tales como: “el daño a la vida de relación y el daño por 
alteración grave a las condiciones de existencia”, indicando que cuando la lesión de 
carácter ilegal tiene su origen en un menoscabo al estado de salud, los únicos daños o 
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